
BARÓN, Frédéric y VERNIER, Gérard: Le Fonds européen de développement.
Presses Universitaires de France, París, 1981, 128 pp.

El Fondo Europeo del Desarrollo
(FEO) constituye el principal instru-
mento de la cooperación financiera y
técnica que la Comunidad Económica
Europea presta a un grupo determi-
nado de países en desarrollo. El ori-
gen de este grupo se remonta a la
Asociación de los países y territorios
de ultramar dependientes de Estados
comunitarios (PTUM), cuyo régimen
jurídico se encontraba establecido en
la Parte IV del Tratado de Roma y
desarrollado en la denominada Con-
vención de Asociación, y se encuen-
tra actualmente formado por los Esta-
dos ACP que son parte en el Conve-
nio de Lomé II y 'los PTUM existentes.

Tras encuadrar la institución en el
marco de la cooperación al desarrollo
llevada a cabo por la Comunidad, los
autores de esta obra nos presentan
su génesis y evolución histórica en
el marco de las relaciones de la CEE
con los PTUM y los Estados EAMA
y 'ACP.

Cada FEO nace como consecuencia
de un acuerdo Interno concluido en-
tre Jos Estados miembros de la CEE,
de forma paralela a los convenios de
asociación sucesivos, como institu-

ción financiera que Íes sirve de base,
carente de personalidad jurídica y
cuya fuente jurídica principal se en-
cuentra en el convenio respectivo al
que acompaña. Estos aspectos, junto
con la autonomía financiera del Fon-
do en relación con el presupuesto
comunitario, el sistema de dotación
mediante contribuciones directas de
los Estados comunitarios y la gestión
del mismo, a través de los órganos
de ejecución y de control, constitu-
yen el núoleo del estudio desarro-
llado en la primera parte del libro.

En la segunda parte, BARÓN y VER-
NIER analizan las intervenciones del
Fondo. En ella nos proporcionan una
clasificación y explicación de los cri-
terios de repartición de las cantida-
des asignadas al IV y V FED entre
sus beneficiarios, es decir, entre los
Estados ACP y los PTUM. A conti-
nuación aportan una sistematización
clara de los modos de financiación
que permite el Fondo, 'la cual ofrece
interés de carácter fundamentalmen-
te técnico-financiero y muestra las
conexiones de esta institución con el
Banco Europeo de Inversiones (BEI).
Las intervenciones del Fondo adquie-
ren modalidades diversas en función
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de las situaciones particulares a las
que atiende y las diferencias de de-
sarrollo que puedan concurrir. Bajo
el título de «Naturaleza de las inter-
venciones» se aborda esta problemá-
tica, para concluir esta parte ofre-
ciendo un análisis sectorial de las
intervenciones.

En Ja tercera y última parte del li-
bro se describen de forma precisa y
detallada los procedimientos requeri-
dos para que se produzca la actua-
ción del Fondo, desde la programa-
ción de la ayuda comunitaria hasta
llegar a la denominada convención de
financiación de un proyecto concre-
to. La fase ejecutiva de otorgamiento
de los mercados cierra el procedi-
miento, y se destaca el papel prepon-
derante que en ella desempeñan los
Estados beneficiarios. La preocupa-
ción por la racionalización y el alige-

ramiento de los procedimientos en el
seno del Fondo y la creciente parti-
cipación de tos Estados beneficiarios
en los mecanismos de gestión, de
control y de decisión son los mayo-
res logros alcanzados en este terre-
no, a juicio de los autores, por el
Convenio de Lomé H.

La obra, en suma, tiene un carácter
descriptivo del funcionamiento prác-
tico del Fondo. No pretende, en cam-
bio, ahondar en sus implicaciones, li-
mitaciones y veleidades, ni trascien-
de del plano funcional. En contrapar-
tida merece una valoración muy po-
sitiva 'la explicación clara y completa
que aporta de los mecanismos del
FED, como institución imbricada en
el régimen de cooperación de la Co-
munidad con los Estados ACP.

J. Díez-Hochleltner

BEBR, <3.: Davoiopmanf of Judicial Control in the European Communities. Edited
by 'Martinus iNIjhoff Publishers. The Hague, 1981, 822 pp.

Casi veinte años después de su
obra Judicial Control of the European
Communities (1982], el autor, conocido
experto en derecho comunitario, nos
ofrece un excelente libro donde des-
cribe amplia y detalladamente la ma-
teria y los problemas que abarca el
control de la 'legalidad comunitaria
ejercido por el Tribunal de Justicia
comunitario.

La obra se inicia con una rápida
descripción de la naturaleza, caracte-
res y composición del órgano judi-
cial, y a continuación se divide en
dos partes principales que distinguen,
por un lado, el control judicial directo
en el que el Tribunal de Justicia ejer-
ce competencias directas de garantía

y control del ejercicio de los poderes
legislativos, reglamentarios y ejecuto-
rios de las instituciones comunitarias
de conformidad con los Tratados, ase-
gura el cumplimiento de las obliga-
ciones comunitarias por parte de los
Estados miembros y por parte de sus
sujetos de derecho y ejerce también
directamente el control sobre la res-
ponsabilidad extracontractual de las
instituciones comunitarias. En esta
misma categoría el autor incluye, ade-
más, el «control preventivo» en el
que el Tribunal de Justicia examina
la compatibilidad con los Tratados de
modificaciones propuestas (Tratado
CECA) o de acuerdos a celebrar con
terceros Estados u Organizaciones in-
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ternacionales (Tratado CEE y CEEA),
y, por otro lado, el control judicial
Indirecto ejercido por el Tribunal de
Justicia a través del procedimiento
prejudicial para asegurar una inter-
pretación y aplicación uniformes del
derecho comunitario por parte de los
tribunales nacionales.

El control judicial directo se divide
en tres apartados:

El primer apartado se ocupa de la
revisión de la legalidad de los actos
comunitarios, donde el autor exami-
na los diferentes recursos interponi-
bles por los Estados miembros y por
los particulares contra dichos actos.
A cada recurso dedica un capítulo
(capítulos 2 a 5 inclusives), siguiendo
un técnica de numerosos epígrafes
que facilitan la comprensión del lec-
tor, y, considerando su sistemática
general, analiza el origen y propósito
de cada recurso, sus peculiaridades
según el Tratado en virtud del cual
se articula, los sujetos que pueden
Iniciarlo, los actos impugnables (o
carentes) en función de su aspecto
formal, su contenido, la institución
que lo dictó y en general de todos
los problemas que atañan a la defini-
ción de su carácter obligatorio, los
plazos de interposición, los fundamen-
tos de derecho y, por fin, los efectos
de la impugnación. Es destacable el
examen muy completo del recurso de
nulidad donde el autor hace una dis-
tinción fundamental, que se volverá
a encontrar en otros capítulos, entre
control objetivo y control subjetivo
de los actos comunitarios que carac-
teriza la diferencia entre el recurso
actuado por alguno de los «recurren-
tes privilegiados» (Estados miembros
o instituciones comunitarias) que re-
quiere del Tribunal de Justicia el

examen de la legalidad del ejercicio
de los poderes comunitarios indepen-
dientemente de la posible lesión de
intereses subjetivos y el recurso ac-
tuado por particulares en el que el
examen del Tribunal sólo se puede
extender a los actos que lesionen sus
intereses subjetivos y, por tanto, don-
de se reduce considerablemente su
posibilidad de revisión.

El segundo apartado (capítulos 6 y
7) trata de los recursos por incum-
plimiento del derecho comunitario. En
el primer capítulo examina los pro-
cedimientos contra un Estado miem-
bro infractor, analizando ios requisitos
de las dos fases de\ proceso en cuan-
to a la forma y a los plazos, y a con-
tinuación los principios que determi-
nan la infracción, el ámbito de la res-
ponsabilidad de los Estados miem-
bros, el alcance de la sentencia de-
clarando el incumplimiento y, por fin,
sus efectos, destacándose especial-
mente el estudio de estos dos últi-
mos puntos.

En general, el autor caracteriza es-
tos procedimientos por una conocida
frase del Abogado General Mayras:
«la controversia tradicional entre Es-
tados miembros desapareció práctica-
mente en el ordenamiento comunita-
rio para ser reemplazada por una con-
troversia entre la Comunidad y el Es-
tado miembro» (p. 274), estima que
incluso en el procedimiento del ar-
tículo 170 del Tratado CEE, la Comi-
sión juega un papel preponderante,
puesto que el Estado miembro de-
pende de ésta para iniciar el proce-
dimiento.

Incluye, en este mismo capítulo, el
examen de la vía del artículo 93 como
variante excepcional del procedimien-
to del artículo 169 del Tratado CEE
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para la revisión de las subvenciones
estatales y procede a continuación a
un examen del procedimiento del ar-
tículo 88 del Tratado CECA, desta-
cando sus diferencias con el mismo
artículo 169.

€n el siguiente capítulo, examina las
posibilidades de control directo del
Tribunal de Justicia sobre el incum-
plimiento del derecho comunitario por
parte de los particulares, y describe
los escasos mecanismos directos pre-
vistos por los Tratados, destacando
los del Tratado CECA y lamentando,
sobre todo, las soluciones inadecua-
das ofrecidas por el Tratado CEE, con-
cluyendo, finalmente, que en el esta-
do actual del derecho comunitario la
mayoría de las sanciones por incum-
plimiento de este derecho por parte
de los individuos son impuestas por
los tribunales nacionales.

El tercer apartado (capítulo 8), ana-
liza lo que llama el autor «control
constitucional», donde describe las
competencias del Tribunal de Justicia
para revisar la carencia o inadecua-
ción de las medidas de salvaguardia
que pudiera adoptar la Comisión para
proteger temporalmente la situación
económica general de un Estado
miembro en dificultad, que recurre
ante él, en virtud del artículo 37 del
Tratado CECA o para conocer de las
«pequeñas revisiones» del mismo
Tratado en virtud de su artículo 95,
y, por fin, las competencias para
ejercer un control preventivo sobre
la legalidad de un acuerdo entre la
Comunidad Económica o la Comuni-
dad de Energía Atómica y terceros
Estados u Organizaciones internacio-
nales o, en su caso, con particulares
(art. 228 T.OEE y 103 T.CEEA).

Del artículo 37 del Tratado CECA,

el autor hace un interesante estudio
y estima que no se trata de un ver-
dadero control judicial del Tribunal de
Justicia, sino más bien del desempe-
ño por parte de éste de una función
de arbitro entre los intereses del
Mercado Común y los intereses eco-
nómicos fundamentales de los Esta-
dos miembros (p. 344). En su examen
de los demás artículos antes citados,
el autor pone también en duda el ca-
rácter judicial de estos procesos, así
en los artículos 95 T.CECA y 228
T.CEE se requiere, según la termino-
logía del texto, un mero dictamen
(«avis» en francés, «opinión» en in-
glés), mientras que en el artículo 103
T.CEEA se trata de una «decisión»
del Tribunal que vincula a los Estados
miembros (p. 357), pero no se actúa
en un proceso público.

En la segunda parte del libro, en
el control judicial indirecto, el autor
procede a analizar los problemas de
orden general planteados por el pro-
cedimiento del artículo 177 del Trata-
do CEE (capítulo 9) y describe éste
como un mecanismo ideado en prin-
cipio como mera ayuda a las juris-
dicciones nacionales pero, como se-
ñala más adelante, dicho procedi-
miento ha pasado, gracias a la espec
tacularidad y al gran dinamismo de
los fallos del Tribunal de- Justicia, a
ofrecer posibilidades inesperadas
para el desarrollo del derecho comu-
nitario. En relación con ello, el autor
examina las tres sentencias que han
tenido mayor repercusión en la orien-
tación jurisprudencial (sentencias Ven
Gend loos, ENEL y Reimühlen), refle-
jando la amplia función del Tribunal
a través del artículo 177.

En el capítulo 10, después de exa-
minar cuestiones más concretas del
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reenvío prejudicial en interpretación
(ámbito de aplicación, discrecionali-
dad de la consulta por parte de los
tribunales nacionales inferiores, obli-
gación de consulta por parte de los
tribunales nacionales de última ins-
tancia, costes de procedimiento, efec-
tos de la sentencia y remedios posi-
bles a la ausencia de consulta por
parte de los tribunales supremos na-
cionales) pasa a analizar el modo de
ejercer su facultad de interpretación
por parte del Tribunal de Justicia y
su alcance. Es destacable aquí el in-
teresantísimo estudio que hace el au-
tor de las tendencias de la jurispru-
dencia, que pasa de una interpreta-
ción abstracta a una interpretación
útil, de las que examina más adelan-
te las consecuencias. Sin duda esti-
ma que esta «serviceable interpreta-
tion» es el medio más eficaz para
contribuir a la labor de los tribunales
nacionales.

•En relación con estas dos formas
de interpretación, el autor plantea,
más adelante, el tema esencial de su
fuerza obligatoria («binding forcé»),
de la que no cabe duda, pero que
suele considerarse relativa. En con-
tra de esta última afirmación adu-
ce el hecho de que los tribuna-
les de última instancia se eximen
de la obligación de consultar al
Tribunal de Justicia sobre una dispo-,
sición comunitaria que ya interpretó
(p. 451) y, por otra parte, recuerda
la frecuente práctica del Tribunal co-
munitario de referirse a sus propias
sentencias anteriores en lugar de re-
petirlas, aunque no puede concluir
calificando de absoluta la fuerza obli-
gatoria de estas sentencias, puesto
que un tribunal nacional siempre pue-
de pedir un nuevo fallo interpretativo

en lugar de seguir \a interpretación
ya dada. Ello nos lleva a la cuestión
de la autoridad erga omnes de la sen-
tencia en la que el autor vuelve a
examinar la interpretación útil que
tiende a orientar sobre los hechos
(«facts-oriented ruling»), y si bien
constituye así una importantísima
ayuda para el tribunal nacional, al
debilitarse su carácter abstracto, pone
en duda su autoridad general, puesto
que el fallo se pronuncia en función
de un contexto específico. Una inter-
pretación abstracta, en cambio, per-
mite una mayor autoridad general,
pero presenta el inconveniente de
ofrecer escasa ayuda al tribunal na-
cional en el caso concreto con el
consiguiente riesgo de disminuir las
consultas al Tribunal de Justicia en
un futuro. El autor estima que este
riesgo no debe correrse y que el Tri-
bunal de Justicia debe continuar su
labor de interpretación útil intentando
a la vez preservar en lo posible su
autoridad «erga omnes».

La Jurisprudencia ha demostrado
que ello era posible, puesto que ha
establecido ciertos principios sobre
los que no se espera que modifique
su opinión (supremacía del derecho
comunitario, efecto directo de ciertas
normas). En estos casos las senten-
cias gozan de autoridad general, aun-
que en su conclusión el autor reco-
nozca: «desplte the great authority
that national courts have to consider
when applying community law... it
may not be considered as a prece-
dent, as understood in the technical
sense» (p. 452).

El autor examina en el capítulo 11
la revisión de la validez de los actos
comunitarios a través del artículo 177,
que ha ocupado hasta ahora un lugar
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menos importante que el reenvío en
interpretación, pero que últimamente
ha dado lugar a numerosos fallos del
Tribunal comunitario. Califica el pro-
cedimiento de revisión de validez
como un medio de control sin límite
de tiempo sobre el ejercicio de sus
poderes por parte de las institucio-
nes comunitarias. Aunque esta revi-
sión se limite al ámbito del litigio
pendiente, esta «acción indirecta»
contra la validez de un acto comuni-
tario muestra el papel importante que
puede jugar un tribunal nacional en
el control de la legalidad comunitaria.
Pero el autor lamenta, como la mayor
Inconsistencia del artículo 177, el ha-
ber mantenido la misma distinción en
esta revisión que en la solicitud de
interpretación, entre obligación de
consulta de los tribunales de última
instancia y la facultad discrecional de
las instancias inferiores para solicitar
ésta. En efecto, estima muy grave
esta discrecionalidad del tribunal in-
ferior, que es incompatible con el
principio de la supremacía del dere-
cho comunitario, puesto que puede
dejar sin efecto un acto comunitario
sin consultar al Tribunal de Justicia
sobre su validez.

Por otra parte, el autor observa
también que si en principio el Tribu-
nal de Justicia debía limitarse en esta
revisión de los actos comunitarios a
examinar los argumentos del tribunal
nacional único a quién compete la ini-
ciativa de consulta, ha tendido a libe-
ralizar su posición examinando los
argumentos de las partes en el litigio
pendiente, especialmente cuando el
tribunal nacional no fundamenta con
precisión la invalidez presunta, y ello
puede a largo plazo modificar la na-

turaleza jurídica de este procedimien-
to, puesto que las partes podrían ter-
minar orientando, sino dominando el
procedimiento por su argumentación.

En cuanto a los actos revisables en
este proceso, el artículo 177 no pre-
vé ninguna limitación, a diferencia
del artículo 173, por lo que cualquier
acto sería revisable, pero el autor
duda del valor práctico de la revisión
de la validez de actos no obligatorios,
puesto que el tribunal nacional es
libre de no aplicarlos.

En el examen de la práctica de los
tribunales nacionales que ocupa el
capítulo 12, el autor se refiere a una
serie de obstáculos nacionales a la
aplicación del artículo 177, y a conti-
nuación hace una evaluación crítica
de la práctica de los tribunales na-
cionales, considerando fundamental el
derecho Ilimitado de los tribunales
nacionales inferiores a consultar el
Tribunal de Justicia porque preserva
el contacto entre ambas jurisdiccio-
nes. Examina, más adelante, la natu-
raleza jurídica del Tribunal de Justi-
cia que califica de «poder supranacio-
nal» sobre las jurisdicciones naciona-
les. Es destacable, en este capítulo,
el estudio de las formas de evadir la
obligación de consulta prejudicial de
los tribunales de última instancia, por
una parte, a través de la doctrina del
«acte clair» en la que analiza las sen-
tencias más conocidas desde la sen-
tencia Shell-Berre, y, por otra parte,
declarando aplicable al caso el dere-
cho nacional y excluyendo toda con-
sideración al derecho comunitario o,
finalmente, declarando inadmisible
una obligación de consultar al Tribu-
nal de Justicia por no haberse plan-
teado el problema de derecho comu-
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nltario aplicable al caso en instancias
inferiores.

El capítulo 13 trata del efecto di-
recto de las disposiciones como pro-
tección judicial adicional. El autor es-
tima que sin esta noción dinámica la
Comunidad hubiera degenerado con
el tiempo en una organización tradi-
cional limitada a relaciones interes-
tatales (p. 548); más adelante hace
un interesante análisis de las posi-
bilidades de ampliar el concepto del
efecto directo al incumplimiento de
las obligaciones comunitarias de ios
individuos (p. 596) y cita ejemplos ju-
risprudenciales que prueban que ex-
cepcionalmente las normas comunita-
rias pueden producir efecto directo
entre individuos.

Los dos últimos capítulos me pa-
recen un necesario complemento
para el entendimiento del alcance del
control judicial comunitario donde el
autor examina, en el primero, en re-
lación con la supremacía del derecho
comunitario, los mecanismos constitu-
cionales existentes para la recepción
de este derecho en cada Estado miem-
bro dando una visión rápida de cada
sistema pasa a continuación a anali-
zar el problema de la supremacía del
derecho comunitario sobre normas
constitucionales que garantizan dere-
chos fundamentales, especialmente
relevante en la Ley Fundamental de
Bonn que ha dado lugar a varias sen-
tencias del Tribunal de Justicia y, por
fin, esta supremacía en relación con
los Acuerdos concluidos por la Co-
munidad y los Estados miembros. En

el segundo capítulo examina el dife-
rente impacto que ha tenido la supre-
macía del derecho comunitario sobre
los tribunales de los Estados miem-
bros, y concluye observando que en
los Estados miembros cuyas consti-
tuciones guardan silencio sobre la re-
lación entre los tratados internacio-
nales y el derecho nacional ha sido
aceptada más fácilmente la Jurispru-
dencia comunitaria que en los Esta-
dos donde la Constitución prevé la
recepción del derecho internacional,
aunque actualmente se aprecia, inclu-
so en Francia la tendencia a un ma-
yor respeto de la supremacía del de-
recho comunitario.

En conclusión, en cuanto a la ac-
tualidad de la obra, cabe decir que
abarca en general toda la jurispru-
dencia comunitaria hasta junio de
1980 y sólo hay que lamentar que el
autor no haya podido comentar la
sentencia «Isoglucose», puesto que
niega aún al Parlamento Europeo toda
posibilidad de iniciar un recurso de
nulidad (p. 29).

Se trata de una excelente obra que,
a pesar de la amplitud del tema que
abarca, logra una gran profundidad
en su análisis de muchos de los pun-
tos tratados. Consigue, desde el pun-
to de vista sustantivo, un estudio
exhaustivo del control judicial comu-
nitario y ofrece una amplísima biblio-
grafía, por lo que se hace altamente
recomendable su lectura para Jos es-
tudiosos del derecho comunitario.

N. STOFFEL
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BEDDARD, Ralph: Human Rights and Europe, Sweet and Maxwell, London, 1980,
2.* edición (Vil+217 págs., en las que se incluye como apéndices los textos
de la Convención y sus protocolos 1 y 4).

La obra de BEDDARD, cuya segun-
da edición presentamos, podría ser
calificada como una obra de divulga-
ción del sistema de protección de los
derechos fundamentales de la perso-
na cuyas líneas fundamentales apa-
recen en 1950. Y, al hablar de una
obra de divulgación, con ello no mi-
nusvaloramos las aportaciones del au-
tor, puesto que reconoce que ha es-
crito pensando en los estudiantes y
en un público aún más amplio.

Varias características pueden des-
tacarse en el libro comentado: Por
un lado, la presentación de práctica-
mente todos los temas fundamenta-
les que el sistema del Consejo de
Europa plantea en la actualidad; así
se preocupa del (al menos apuntar)
el problema de la relación entre el sis-
tema convencional y las Comunida-
des (pp. 30-35) y aborda la posible
ampliación del número de los dere-
cros protegidos (pp. 181-182).

Destaca en segundo término el
examen de las decisiones de los ór-
ganos convencionales, desde la Co-
misión £uropea de Derechos del
Hombre al Comité de Ministros y al
Tribunal: Precisamente construye toda
su obra mediante un estudio porme-

norizado y actualizado d¿ dichas de-
cisiones.

A diferencia de otras obras sobre
la materia (cuya metodología consis-
te en un análisis artículo a artículo,
sin sistematizar los derechos prote-
gidos en el sistema convencional),
BEDDARD los sistematiza en los ca-
pítulos 4, s y 6, bajo los epígrafes de
«El individuo y su vida personal», «El
individuo en su comunidad» y «El indi-
viduo y el derecho»; en este sentido
la obra resulta acertada, representan-
do un esfuerzo digno de ser tenido
en cuenta.

Aun tratándose de una obra funda-
mentalmente dirigida a los alumnos
de licenciatura en derecho, parece
que no hubiese carecido de interés
la inserción de una bibliografía más
amplia, pues ésta se halla reducida a
su mínima expresión. Y anoto dicha
circunstancia porque la ampliación bi-
bliográfica hubiese permitido profun-
dizar más fácilmente al lector inte-
resado por el tema. Sin embargo, jus-
to es reconocer que, frente a ello,
el autor no ha ahorrado esfuerzos
para analizar las decisiones de los
órganos de protección y posiblemente
ahí radique el mejor fruto de su tra-
hajo.

A. G. CHUECA
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Catalunya i la Comunitat Económica Europea. Llibre Blanc sobre la repercussió
a Catalunya de l'adhesió d'Espanya a la Comunitat Económica Europea. Ins-
titut d'lnvestigacions Económiques de la Generalitat de Catalunya, Servei
Central de Publicacions, Departament de la Presidencia. Barcelona, 1982,

566 pp.

Este Libro Blanco, iniciado a raíz
de una petición de la Presidencia de
la Generalitat de Catalunya al Insti-
tut d'lnvestigacions Econbmiques de
la Generalitat y finalizado en septiem-
bre de 1981, ha sido elaborado bajo
la dirección del |Dr. Antoni Serra i
Ramoneda por los economistas Car-
ies Camps i Garcia, Antoni Liado i
Goma, Josep Piqué i Camps, Anna
Liado i Gomá^Camps y con la cola-
boración de Antón Gasol i Magrinyá,
A'lexandre Ohecchi i Lang, Anna Ma-
ría Garriga i Tarré, Pere A. Fabregas
I Vidal y Joaquim Verges i Jaime, en-
tre otros especialistas.

El trabajo, redactado de forma ri-
gurosa y sistemática, se compone de
nueve capítulos, un capítulo décimo
de resumen y conclusiones, que ha
sido asimismo publicado separada-
mente en lengua castellana y un ín-
dice de la bibliografía utilizada más
directamente en la elaboración del
Informe. Así, en el capítulo I —«Ca-
taluña en las regiones económicas eu-
ropeas»— aborda, previa exposición
de la división territorial de la CEE,
la situación de Cataluña en las regio-
nes comunitarias caracterizándola fun-
damentalmente en base a los criterios
de población, actividad de la pobla-
ción y producción, analizando la inci-
dencia de las políticas regionales de
los Estados y de la Comunidad.

La modificación del marco exterior
en el cual se moverá 'la economía
catalana como consecuencia de la

posible adhesión de España a las Co-
munidades Europeas es objeto de aná-
lisis en los tres siguientes capítulos
del Libro Blanco:

— «La libertad de circulación de
mercancías y la Unión Aduanera»,
que trata de los efectos de la inte-
gración en la política comercial del
Estado español, en especial de los
efectos sobre la política arancelaria
y comercial, tanto respecto de las re-
laciones con la 'Europa de los Diez
como del resto del mundo.

— «Los efectos de la Unión Adua-
nera sobre los flujos comerciales y
los sectores industriales catalanes»,
que se inicia con un amplio estudio
del comercio catalán con el extran-
jero y con el resto de España (su
principal y más significativo cliente)
para analizar detalladamente los efec-
tos de los cambios arancelarios sobre
los flujos del comercio catalán y su
impacto sectorial.

— »Las libertades de circulación de
trabajadores, de establecimiento y de
prestación de servicios y de movi-
mientos de capitales» en el que se
aborda la incidencia en Cataluña de
ias tres primeras libertades citadas y
se traza una visión general de la
Unión Monetaria, Sistema Monetario
Europeo, libertad de circulación de
capitales y la armonización del sis-
tema financiero y crediticio.

El capítulo V —«La Política Agraria
Comunitaria y la agricultura catala-
na*— sistematiza la posición del sec-
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tor agrario catalán ante la adhesión,
la agricultura de la CEE, y la Política
Agrícola Comunitaria, analizando por-
menonzadamente los productos agra-
rios ante la adhesión (aranceles, pre-
cios, análisis por sectores...).

En el capítulo VI —«La política eco-
nómica comunitaria»— se aborda, pre-
via referencia a la política económica
general de la Comunidad y a la Banca
Europea de Inversiones como organis-
mo de financiamiento en el contexto
de la política económica comunitaria,
la incidencia para Cataluña de la po-
lítica industrial, energética, de inves-
tigación y desarrollo tecnológico y la
política de transportes.

El capítulo Vil —«La industria ca-
talana y la integración en las Comu-
nidades Económicas Europeas»— tra-
ta de las modificaciones de la estruc-
tura industrial desde la perspectiva
del valor de la producción, la evolu-
ción de la ocupación industrial, las
transformaciones sectoriales en 'la Co-
munidad y en Cataluña, el estudio de
los factores que afectan la competi-
tividad de los sectores industriales
catalanes, aportando conclusiones
para los principales: textil, químico,
agroalimentario y metal.

El capítulo VIII —«la política social
comunitaria»— traza una amplia ex-
posición de la situación social en Ca-
taluña previa a la adhesión y una
aproximación a la incidencia de la po-
lítica social comunitaria.

El capítulo IX, referido al sector pú-
blico en Cataluña expone los princi-
pales efectos de la integración al res-
pecto: armonización de los sistemas
fiscales, empresas públicas y los efec-
tos de la Integración sobre las com-
petencias de la Generalitat.

Finalmente, el capítulo X contiene

un amplio resumen de los temas tra-
tados y sus conclusiones y una visión
general de los efectos globales de la
integración:

En primer lugar, tal como señala
el libro Blanco, las consecuencias
globales de los efectos de la unión
aduanera sobre los flujos comercia-
les, los sectores industriales y el sec-
tor agrario resultan difíciles de deter-
minar, ya que dependerá de su capa-
cidad de adaptación pero, en espe-
cial, de su capacidad para conservar
el mercado español frente a la com-
petencia de los productos importados
que entrarán sin barreras de protec-
ción o, en cualquier caso, con barre-
ras mucho más bajas, aunque el aba-
ratamiento relativo de las materias
primas y de los bienes de equipo pue-
den mejorar su competitividad.

En segundo lugar —indica el infor-
me—, respecto al crecimiento de la
economía catalana, de difícil previsión
mínimamente seria, hay, en principio,
elementos que pueden contribuir al
crecimiento económico a raíz de la
integración (ampliación de mercado,
necesario incremento de la producti-
vidad, menos costes de las materias
primas de importación, difusión de la
tecnología, etc..) y otros que pueden
constituir un obstáculo para dicha
finalidad (incremento de la compe-
tencia internacional y la fuerte dismi-
nución de la protección del mercado
interior). Se puede suponer, prevlsi-
blemente, un incremento a corto pla-
zo del paro, aunque plantear la so-
lución o el agravamiento del paro en
función de los efectos de la integra-
ción constituye una visión parcial y,
por consiguiente, estéril.

En cuanto a la evolución de la in-
flación —concluye el informe— en
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cualquier caso dependerá de la reac-
ción de los agentes sociales y eco-
nómicos (incluido el Estado y sus au-
toridades monetarias) ante varios im-
pactos, pero hay que suponer un im-
pacto expansivo sobre el nivel de in-
flación. €n lo referente a la balanza
de pagos, distintos factores pueden
modificar sustancialmente cuantas
previsiones puedan hacerse, en sen-
tido tanto positivo como negativo y
el resultado final escapa a aprecia-
ciones concretas y a la incidencia
que sobre este proceso pueda tener
la Generalitat de Catalunya.

De todas formas, quizás sea útil
recordar —tal como hace el infor-
me— que todos los intentos serios
de abrir la economía española al ex-
terior y de aumentar la competencia
interior han resultado claramente be-
neficiosos para Cataluña que ha apro-
vechado las oportunidades que se le
ofrecían para penetrar en nuevos
mercados, modernizar su capital pro-
ductivo, aumentar la competitividad y
ocupar un lugar relativamente avan-
zado en la estructura productiva mun-
dial. Estará en última instancia en
función de la capacidad de adaptación
de la economía catalana (y, en par-
ticular, sus empresarios) a la nueva
situación.

Metodológicamente, el examen de
todos estos aspectos citados ha su-
puesto una excelente labor de síntesis
acerca de la relación entre la econo-
mía catalana, la española y la europea
comunitaria, recogiendo sus aspectos
más significativos y relevantes. Des-
tacan la exposición clara y sistemá-
tica de los objetivos y logros comu-
nitarios que explicitan de forma am-
plia, selectiva y cuidada el marco en

el cual deberá integrarse la economía
española y catalana, el alto grado de
homogeneización de los productos y
de desagregación sectorial utilizado
para valorar los efectos del proceso
de integración en el comercio e in-
dustria catalanes, la profusión de da-
tos estadísticos, la documentación y
bibliografía manejada...

En suma, el Libro Blanco constituye
un riguroso análisis de los efectos
potenciales que el proceso de inte-
gración de España al Mercado Común
Europeo puede tener en la economía
catalana sin obviar la incidencia res-
pecto de las competencias de la Ge-
neralitat. Clarifica el nuevo marco en
que las empresas y, en general, la
economía catalana, deberán moverse
y las transformaciones que habrán de
afrontar para que, de una forma seria
se adapten al desafío que supone la
integración. Un libro que se justifica,
entre otras razones, por las claras
diferencias de estructura social y eco-
nómica de Cataluña con el resto de
España o de las demás nacionalidades
o regiones y que lanza un importante
reto: «Hay que esperar, a mediado y
a largo plazo, que la capacidad de
reacción o adaptación de la econo-
mía catalana permitan que los efec-
tos positivos superen a los negativos
de forma que se estimule el creci-
miento económico y se acrecienten
los niveles de renta y bienestar de
los ciudadanos de Cataluña. Esta es-
peranza no ha de debilitar los esfuer-
zos a realizar sino que ha de acre-
centarlos para que nuestro país salga
fortalecido económicamente del pro-
ceso de integración».

M. de SOLA DOMINGO
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DOUGLASS, Gordon K. (editor): The New Interdependence (The European Commu-
nity and the United States), prólogo de J. Robert SXHAETZEL, Lexington Books,
Massachusetts, 1979 (XiV + 132 pp.).

La obra ahora analizada recoge las
ideas fundamentales expuestas duran-
te el ciclo de conferencias celebrado
en marzo de 1978 en Estados Unidos;
la organización del mismo había co-
rrido a cargo del Pomona College y
de la Comisión de las Comunidades
Europeas. DOUGLASS es el autor del
primer capítulo y de la introducción
a los cinco restantes del presente
volumen. Ha de observarse, por otra
parte, que no se transcribe el texto
completo de las distintas conferen-
cias sino tan sólo una breve síntesis
de aquél (la síntesis más amplia ocu-
pa media docena de páginas); cabe
destacar asimismo que entre los con-
ferenciantes aparecen nombres cono-
cidos a nivel comunitario, como su-
cede en los casos del holandés
S. PATIJN, el británico SOAMES y el
belga F. SPAAK.

Por lo que se refiere al contenido
éste se centra en Ja presentación de
una especie de balance de las rela-
ciones entre los Estados Unidos de
América y la Comunidad Curopea; se
propone además un conjunto de ideas
que pueden servir para profundizar
tales relaciones en el futuro. iBalance
y propuestas de futuro expuestos en
un tono amable, aproblemático (si se
admite el neologismo).

Contra la aproblematicidad que se
desprende de la lectura de la obra
cabría recordar, sin embargo, las
principales dificultades que las rela-
ciones euroamericanas han debido su-
perar al menos desde el comienzo de
la década de los años sesenta. Espe-

cialmente importantes lo fueron y lo
continúan siendo las que se circuns-
criben a los ámbitos agrícola y defen-
sivo; precisamente para mantener ese
carácter aproblemático se ha omitido
el examen de ambos aspectos (pági-
na XIII).

La línea general de la aproblema-
ticidad únicamente tiene una infle-
xión cuando sir Christopher SOAMES
recuerda su enfrentamiento directo
con el entonces secretario de Estado
KISSINGER, al declarar éste el año
1973 como «Año de Europa». Ante
tan desafortunada iniciativa, el britá-
nico prometía que «nosotros declara-
remos 1974 como el Año de América»
(p. 25).

El contenido de la obra comentada
se asienta sobre la tensión que se
produce entre la interdependencia
económica y la independencia políti-
ca. Parte aquélla de un capítulo que
refleja Ja doctrina oficial estadouni-
dense, cuya sola intitulación («Intere-
ses Nacionales y Orden Internacio-
nal») resulta expresiva; finaJiza con
la revisión de la problemática Norte-
Sur desde dos ópticas bien diferentes
como la europea (analizada sobre
todo mediante el examen de 'la pri-
mera Convención de Lomé) y la nor-
teamericana, asentada sobre una con-
cepción propia de una superpotencia.
Con anterioridad han sido revisadas
las principales áreas en las que cabe
la interdependencia (excluyendo la
defensa y sin referencia a los proble-
mas agrícolas), los posibles efectos
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de la ampliación de la Comunidad de
nueve a1 doce -miembros (hoy diez;
no se olvide que el ciclo de confe-
rencias se celebra antes de la segun-
da ampliación), la trascendencia de
la elección directa del Parlamento
Europeo y, por fin, la coordinación de
algunas políticas económicas.

Para juzgar adecuadamente \a obra
editada por DOUGLASS debe recordar-
se la concepción inicial en la que se
cimenta que no es otra que una con-
cepción nítíidamente atlantista. Y si
contamos con el hecho de que el

atlantismo pretende construir una co-
munidad sobre bases desiguales (sal-
vo en su formulación kennedyana),
no es posible negar que sus defen-
sores admiten la subordinación de
unos Estados a otro. Por eso parece
conveniente interrogarse sobre si en
las relaciones entre los Estados Uni-
dos y la Comunidad Europea existe
una situación de interdependencia u
otra menos claramente perceptible
(pero no por ello menos real) de de-
pendencia.

A. G. CHUECA

F.I.D.E.: Remedies for breach of Communlty Law, vol. 1 (London, 1980).

Este volumen recoge los informes
presentados en el IX Congreso de la
Fédératlon Internationale pour le Droit
Européen celebrado en Londres los
dfas 25 a 27 de septiembre de 1980
sobre el tema del grado de eficacia
de 'las diferentes técnicas nacionales
de protección jurídica contra la vio-
lación del derecho comunitario por
parte de las autoridades nacionales y
por parte de los sujetos de derecho
privado.

Esta interesantísima y preocupante
cuestión no surge «ex novo», sino
sirve de prolongación y complemento
del Sexto Congreso F.I.D.E. celebrado
en, 1973 que se dedicó a la Jurispru-
dencia europea después de veinte
años de experiencia.

La obra reúne diez informes, el pri-
mero siendo el del relator general,
señor Mertens de Wilmars; a conti-
nuación se suceden los ocho informes
de los relatores nacionales respecti-
vamente redactados por los señores
L Goffin (Bélgica), M. Rassmussen
(Dinamarca), H. W. Rengeling (Alema-

nia), M. iFirtbar (Irlanda), P. de Cate-
rini y G. Motzo (Italia), M. Weirich
(Luxemburgo), G. Braakmanx (Holan-
da), J. Usher y O. Donaldson (Reino
Unido) y, finalmente, el informe del
relator comunitario señor G. Bebr.

Se destaca la ausencia del informe
francés que parece haber sufrido tal
retraso en su entrega que no ha sido
Incorporado a la obra.

Los informes nacionales responden
a un cuestionario confeccionado por
el relator general y que se resume
en los cinco puntos siguientes:

1) 'Hacer un análisis de las técni-
cas de protección jurídica existentes
en el ordenamiento jurídico nacional
que son utilizadas o pueden ser uti-
lizadas para asegurar el cumplimiento
del derecho comunitario tanto por
parte de autoridades nacionales como
por parte de sujetos de derecho pri-
vado.

2) Destacar los elementos de he-
cho que favorecen o impiden una pro-
tección jurídica eficaz del derecho
comunitario.
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3) Destacar los elementos de na-
turaleza institucional o jurídica que
favorecen o frenan el recurso a mé-
todos de protección jurídica (jurisdic-
cional o administrativa) para contro-
lar la aplicación del derecho comuni-
tario.

4) Describir en cuales ámbitos del
derecho comunitario han sido llama-
dos más frecuentemente los Tribuna-
les nacionales a controlar la aplica-
ción de este derecho.

5) Una vez evaluado el estado ac-
tual de la práctica, sugerir 'los re-
medios eventuales, bien a través de
modificaciones en el marco estricta-
mente nacional, bien por vía de ar-
monización de legislaciones, o a tra-
vés de normas emanadas de las ins-
tituciones comunitarias que regulen
de forma detallada el contenido de
los derechos y obligaciones comuni-
tarios y sus aspectos procesales.

'Estos informes, por su extensión
reducida (una media de quince pági-
nas) difícilmente pueden ofrecer una
descripción detallada de sus respecti-
vos sistemas jurídicos y se limitan
a ofrecer una visión general procu-
rando con mayor o menor acierto, re-
saltar sus peculiaridades y los obs-
táculos más destacados en la aplica-
ción del derecho comunitario.

El informe danés despierta especial
interés por la peculiaridad de su orga-
nización jurisdiccional que incluye
una variedad de órganos administra-
tivos especializados por razón de la
materia y describe la conocida insti-
tución del Ombudsman, que ocupa un
lugar muy importante en la defensa
del ciudadano danés, a pesar de su
falta de poder decisorio (no puede
anular ni modificar un acto adminis-
trativo, ni ordenar el resarcimiento

de daños y perjuicios, pero su fallo
aconseja al recurrente orientándole
sobre sus expectativas legítimas y
refuerza la protección de sus dere-
chos) podría ser un instrumento de
gran utilidad para la búsqueda de re-
medios a la infracción del derecho
comunitario, sin embargo, mientras
no sea reconocido como órgano ju-
risdiccional capaz de consultar preju-
dicialmente al Tribunal de Justicia
comunitario, sus posibilidades no po-
drán trascender a nivel comunitario,
a menos, como propone el relator
danés, que se instituyera también un
«Ombudsman comunitario».

La originalidad danesa se manifies-
ta también, como elemento de hecho,
en el comportamiento social concilia-
dor y cooperador del ciudadano co-
rrespondido por una posición flexible
de la Autoridad pública que hace que
la mayoría de los conflictos suscita-
dos entre esta última y los sujetos
privados se resuelvan por medios ex-
trajudiciales. Ello explica en parte la
escasez de casos planteados ante el
Tribunal comunitario aunque interven-
gan también otros factores como cier-
ta desconfianza e incomprensión de
las sentencias comunitarias que el
relator califica de «nebulosas» y «si-
logísticas» en sus razonamientos,
creando un obstáculo para muchos
abogados y políticos daneses que in-
tentan desarrollar una actitud racio-
nal ante el derecho comunitario (pá-
gina 310).

Este informe destaca la existencia
de obstáculos de índole sicológica,
fruto de una concepción socio-jurídica
muy distinta que hace patente la di-
fícil labor de adaptación para lograr
cierta uniformización en la interpreta-
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ción y la aplicación del derecho co-
munitario.

Entre los demás informes naciona-
les, algunos presentan escaso interés
por carecer de todo análisis crítico
(así el informe de Luxemburgo), en
cambio otros, aunque se trate de
sistemas jurídicos nacionales más co-
nocidos destacan problemas y solu-
ciones interesantes.

El informe belga, por ejemplo, rei-
tera la necesidad de aceleración del
proceso de ejecución de las directi-
vas en el derecho nacional muchas
veces frenado por los mecanismos
legislativos excesivamente lentos y
apunta por otra parte la necesidad
de destacar, por parte del Tribunal
de Justicia, tía noción de derecho ne-
cesario de ciertas normas comuni-
tarias.

Italia presenta un informe muy in-
teresante cuyos puntos importantes
son recogidos por el informe del re-
lator general, pero dos de ellos me
parecen dignos de mención: la per-
sistencia, después de tantos años, de
la ignorancia del derecho comunitario
en ciertos círculos incluso jurídicos,
y por otra parte, desde un punto de
vista institucional, la obstaculización
en la aplicación del derecho comuni-
tario creado por el Tribunal Constitu-
cional, que por exceso de celo euro-
peísta, ha planteado más problemas
que los que ha intentado resolver, al
querer monopolizar el último pronun-
ciamiento sobre todos los litigios en
los que se presente un conflicto en-
tre normas internas y normas comu-
nitarias, aumentando (aún más) la du-
ración de los procesos que se acu-
mulan ante él y creando una magní-
fica coartada a la Administración pú-
blica para seguir aplicando normas

internas claramente incompatibles
con las normas comunitarias.

Holanda señala un obstáculo de or-
den procesal, en el ámbito adminis-
trativo, que proviene de la no obliga-
toriedad de asistencia letrada para el
recurrente ante Tribunales adminis-
trativos, ello merma las posibilidades
de invocar normas de derecho comu-
nitario que son generalmente ignora-
das por los profanos y que la Admi-
nistración sólo tiene en cuenta si son
invocadas expresamente en el recur-
so. Ello significaría que este derecho
no es tenido en cuenta de oficio (en
los procedimientos de urgencia «kort
geding» de uso frecuente sólo se ha
dado un caso de consulta prejudicial
ante el Tribunal de Justicia comuni-
tario interpuesta de oficio, y escasos
asuntos se han resuelto en base a la
teoría del «acte clair». Por otra parte
el Tribunal Supremo no admite que
se invoquen disposiciones comunita-
rias en casación cuando no se han
invocado previamente en instancias
inferiores).

£n general, los informes naciona-
les han centrado su mayor atención
en 'la aplicación del derecho comuni-
tario en cuanto a ila protección del
ciudadano contra la autoridad pública
y han dejado en segundo plano las
obligaciones derivadas del derecho
comunitario que deben de observar
los sujetos de derecho privado entre
sí o respecto de las autoridades pú-
blicas.

El Informe del relator general pre-
senta una síntesis de los obstáculos
más destacados, y analiza las posi-
bles soluciones, basándose a la vez
en 'los informes nacionales del Sexto
Congreso F.I.'D.'E., en los informes ac-
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tuales y en el excelente informe del
relator comunitario.

En un estudio comparativo de los
distintos sistemas nacionales de pro-
tección jurídica, el relator señala su
gran variedad tanto en su estructura
jurisdiccional como en las vías de ac-
ceso a la justicia, que hace más di-
fícil su labor, pero logra destacar
una serie de puntos comunes:

1) Las reglas de protección de los
intereses de terceros o consideracio-
nes de seguridad jurídica limitan la
competencia de las autoridades admi-
nistrativas para corregir sus propios
errores.

2) Gran parte de la protección ju-
rídica se lleva a cabo por medio de
jurisdicciones de competencia gene-
ral alternando con jurisdicciones de
competencia especial de carácter ad-
ministrativo, social, penal o incluso
civil. El paso gradual de formas de
protección no jurisdiccional a formas
de protección jurisdiccional se hace
a veces difícilmente perceptible.

Los obstáculos de naturaleza fácti-
ca son, en general:

a) La falta de conocimiento del
derecho comunitario, aún ignorado
por muchos medios interesados (pe-
queña y mediana empresa, incluso ju-
ristas).

b) La tradición del arreglo extra-
judicial de muchas controversias en-
tre administraciones y administrados
que escapan a todo control judicial
comunitario.

c) La lentitud y el coste de los
procedimientos.

Alemania, en cambio, estima haber
llegado a un nivel en que el derecho
comunitario encuentra los mismos obs-
táculos que los encuentra el derecho
interno (descarta los brevísimos pla-

zos para la interposición de recurso
contra actos administrativos como
obstáculo, a causa de la obligación
de indicar Jos recursos pertinentes
que lleva el auto).

•En cuanto a los obstáculos de na-
turaleza institucional o jurídica tienen
su base en la dicotomía entre el po-
der normativo ejercido por las insti-
tuciones comunitarias y el poder de
sanción que incumbe al derecho na-
cional de cada Estado miembro (sólo
escapan a esta dicotomía los recur-
sos contra los actos comunitarios di-
rectamente impugnables ante el Tribu-
nal de Justicia comunitario).

El sistema de articulación de la re-
partición de competencias entre las
instituciones comunitarias y las auto-
ridades nacionales, en el estado ac-
tual del derecho comunitario, no está
predeterminado y sigue dependiendo
de las soberanías nacionales, y si
bien la norma comunitaria debe go-
zar automáticamente de la misma
protecc'ón que las normas internas,
según los mismos procedimientos, sin
embargo, la mayoría de los informes
coinciden en admitir que este princi-
pio general ha tenido que comple-
mentarse por una serie de normas
especiales (reglamentación nacional)
para facilitar la aplicación de los ám-
bitos procesales nacionales al dere-
cho comunitario dando lugar a dis-
tintos métodos de articulación que
sistematiza el relator.

Como señala el relator comunita-
rio, la norma comunitaria directamen-
te aplicable carece de toda indica-
ción sobre las condiciones de tiempo
y de forma en que la acción puede
ejercitarse, originándose una excesi-
va dependencia para el posible titu-
lar de derechos, de las respectivas
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normas procesales nacionales tan dis-
pares que impiden cierta unlformiza-
ción en la aplicación de estas normas.
Así, el plazo preclusivo para la pre-
sentación de un recurso contra una
norma nacional incompatible con una
norma comunitaria varía de tal forma
(desde un mes en Alemania hasta
diez años en Italia) que hace muy
difícil determinar la noción de «plazo
razonable» enunciada por el Tribunal
de Justicia e impide llegar a una apli-
cación uniforme del derecho, creando
situaciones muy desiguales entre Es-
tados miembros en las consecuencias
del Incumplimiento del derecho co-
munitario.

Como remedio a la situación, la
Jurisprudencia comunitaria, si bien ha
aportado ciertas luces y ha estableci-
do principios que limitan Ja compe-
tencia de los Estados miembros en
algunos aspectos, sigue siendo un
método puntual insuficiente para re-
solver los problemas más esenciales.
e Incluso ha tenido que autollmltar
en el tiempo, excepcionalmente, los
efectos de sus nuevas interpretacio-

nes de las normas comunitarias, a fin
de no producir excesivas consecuen-
cias económicas en el Estado afecta-
do (ejemplo el asunto Defrenne II y
el asunto Oenkavit}.

La mayoría de los Estados miem-
bros coinciden en da necesidad de
mayor grado de armonización en
cuanto a las condiciones de ejercicio
del derecho comunitario, y en la de
reemplazar paulatinamente, por medio
de reglamentación comunitaria ámbi-
tos procesales nacionales por un
marco comunitario determinado.

A pesar de los múltiples obstácu-
los que permanecen en la aplicación
del derecho comunitario, las conclu-
siones no son muy pesimistas y se
observa una evolución favorable en
la aplicación del derecho comunitario
en determinadas materias como las
aduanas, los sistemas de imposición
indirecta, el comercio exterior, la
agricultura, la competencia, las rela-
ciones laborales, la seguridad social
y las industrias agro-alimentarias.

N. STOFFEL

GUEGAN, Jean: tes méthodes de la Cour de Justice des Communautés européen-
nes. Unlversité de Rennes I, faculté des Sciences juridiques, Centre de Docu-
mentatlon et de Recherche européennes, 1979, 842 pp.

A lo largo de esta obra (presenta-
da para la obtención del grado de
doctor en Derecho) el autor realiza
un estudio de los métodos empleados
por el TJCE tal y como se deducen
de su jurisprudencia (que acota en
una doble vertiente temporal —hasta
el 1 de enero de 1975— y material
—con exclusión de :los recursos plan-
teados por los funcionarios de las
Comunidades—).

Distingue claramente dos tipos de
métodos que desarrolla con posterio-
ridad en las dos partes en que se
divide la obra. En un primer grupo
sitúa todos los que pueden conside-
rarse como métodos interpretativos,
cuyo denominador común sería el par-
tir de un texto jurídico sobre e1 que
se realiza una labor tendente a deli-
mitar más perfectamente su signifi-
cado. En la segunda parte se ocupa
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de los métodos constructivos que se
diferenciarían de los anteriores por
suponer una aportación jurispruden-
cial a la construcción del ordenamien-
to jurídico comunitario en la medida
en que puede hablarse de que cum-
plen una función integradora de las
lagunas de dicho ordenamiento.

Diferencia cuatro métodos interpre-
tativos autónomos (literal, sistemáti-
co, finalista y efectivo) y uno híbrido
(método teloeosistemático), al que
asigna un lugar preferente en la ju-
risprudencia comunitaria. Paralelamen-
te al estudio de estos métodos, en e'
que hace una profusa referencia a la
jurisprudencia del TJCE, va señalando
los sectores del ordenamiento comu-
nitario a los que se ha aplicado con
preferencia cada método, si bien pone
claramente de manifiesto que en de-
terminados supuestos la distinción
entre uno y otro reviste una especial
dificultad (así entre el literal contex-
tual y el sistemático) y que en la ma-
yor parte de las sentencias el TJCE
combina diversos métodos para lo-
grar un resultado más perfecto.

Por lo que se refiere a los métodos
que denomina constructivos, entiende
el autor que encuentran su fundamen-
to en la concepción del ordenamiento
comunitario como un ordenamiento
completo con mecanismos suficientes
para la integración de sus propias
lagunas. Señala a continuación los
ámbitos en los que estos métodos
constructivos son más frecuentemen-
te empleados por el juez comunitario
y en los que han dado lugar a resul-
tados más fructíferos. Para ello dis-
tingue tres grandes apartados. El pri-
mer campo sería el de la participa-
ción del TJCE en la elaboración del
sistema contencioso comunitario, par-

tiendo del principio de que todo tri-
bunal tiene «la competencia de su
competencia». En segundo lugar, se-
ñala la participación del TJCE en la
elaboración y consagración de los
• principios generales del ordenamien-
to comunitario». Y, por último, nos
encontraríamos ante la importante la-
bor realizada en el ámbito conceptual
mediante la construcción y redefini-
ción de conceptos que en los textos
normativos no presentan unos contor-
nos claramente delimitados.

Aunque tanto estos métodos como
los interpretativos gozan de autono-
mía, el TJCE los aplica de modo si-
multáneo. Ello se justifica al conside-
rar toda la actividad del TJCE que se
ha venido señalando como una unidad
cuyo punto de conexión es la con-
cepción del ordenamiento comunitario
como un todo armónico tendente al
logro de un mismo fin (la integra-
ción), y del Tribunal de Luxemburgo
como el órgano que dentro del equi-
librio institucional realiza la misión
fundamental de «cumplir y hacer cum-
plir el Derecho».

Desde el punto de vista informativo
es interesante el capítulo VI de la
Primera Parte en el que se realiza un
estudio de cuantificación y correla-
ción de los métodos interpretativos
empleados en cada una de las sen-
tencias. Este capítulo se completa
con un «Cuadro de métodos interpre-
tativos» que figura como anexo a la
obra y en el que se hace mención a
cada una de las sentencias recaídas,
a las disposiciones que han sido in-
terpretadas por las mismas, a las
cuestiones objeto de litigio y a los
métodos empleados.

C. ESCOBAR
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HENIG, S.: Power & Decisión in Europe, Europotentials Press, London, 1980,
IX + 156 pp.

Este nuevo libro de Stanley Henig
es una exposición más política que
jurídica de las Instituciones de la Co-
munidad. Después de una rápida des-
cripción del momento histórico del
nacimiento de la Comunidad, ofrece
una peculiar visión de la Constitución
de la Comunidad y, seguidamente, en
el capítulo primero describe el fun-
cionamiento del Consejo de Minis-
tros. Parte de la diferenciación de
poderes entre el Consejo especial de
la CECA y el de la CEE y EURATOM,
que se incardinan en organizaciones
también diferentes por los sectores
que abarcan y por una filosofía su-
pranacional muy distinta. En relación
con el Consejo CEE describe su com-
posición, el número de sus reuniones,
procedimientos de decisión, el tipo
de decisiones que puede adoptar, las
incidencias ocasionadas por los Acuer-
dos de Luxemburgo y el sistema de
consenso que se sigue en su seno.
También se hace mención a la organi-
zación interna del Consejo, las funcio-
nes del Presidente, la Secretaría Ge-
neral, las Direcciones Generales y el
funcionamiento del Comité de Repre-
sentantes Permanentes y otros comi-
tés de la infraestructura del Consejo.

En el capítulo correspondiente a la
Comisión se sigue una exposición muy
sintetizada semejante a la del Conse-
jo. Se describe la composición, nom-
bramiento, organización interna de la
Comisión, sistema de reclutamiento y
categorías de funcionarios (a lo que
dedica excesivas páginas para un li-
bríto tan breve). Divide las funciones
de la Comisión en seis amplias ca-

tegorías: como iniciadora, mediadora,
de administración, de representación,
guardiana de los tratados y la con-
ciencia de Europa.

En el capítulo quinto se aborda la
composición y funcionamiento del
Parlamento europeo. Después de alu-
dir a la necesidad de que todo ejecu-
tivo sea responsable ante un Parla-
mento elegido democráticamente, ra-
zón que justifica en el seno de las
Instituciones europeas un Parlamento
como el actual, elegido por sufragio
universal, describe el sistema elegido
para su elección, su composición po-
lítica y analiza sus funciones en re-
lación con el conjunto de la estruc-
tura institucional: el control político
sobre la Comunidad a través de la
moción de censura, el control sobre
la Comisión y el Consejo a través de
su participación en la aprobación del
presupuesto comunitario y más espe-
cialmente su control real sobre los
gastos no obligatorios; el rol del Par-
lamento en la etapa prelegislativa
mediante la emisión de dictámenes
a las propuestas de la Comisión. Más
adelante entra a describir la organiza-
ción interna del Parlamento europeo,
la Presidencia, la Mesa, las Comisio-
nes, su infraestructura administrativa,
y los hábitos y técnicas del trabajo
parlamentario europeo.

El capítulo sexto, relativo al Tribu-
nal de Justicia, ha sido redactado por
N. M. Hunnings en torno a la estruc-
tura y funciones del Tribunal. El libro
se cierra con un brevísimo capítulo
dedicado a otros órganos, como el
Comité Económico y Social (con el
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olvido inexcusable del Tribunal de
Cuentas), y otro capítulo sobre las
propuestas adecuadas para la reforma
de la estructura institucional basadas
en los diferentes informes que se
han venido sucediendo en la Comuni-
dad. La obra se completa con dos
Apéndices que contienen los artículos
de los Tratados que se refieren a las
Instituciones y la revisión producida
por la adhesión de Grecia.

Ciertamente, hace una exposición a
veces excesivamente simplificadora
del complicado funcionamiento de 'las
instituciones en aras de una más fá-
cil comprensión por sectores amplios,
como pueden ser los estudiantes, los
periodistas o los políticos. Se trata
de una obra más de divulgación que
de reflexión, y para 1983 resulta algo
atrasada.

A. MANGAS

Servicio de Estudios Económicos del Banco Exterior de España. Junta de Canarias.
Informa a la Junta de Canarias sobre la posible adhesión de las Islas a la CEE,
2* edición (Madrid, 1982), 569 pp.

la necesidad de prever las reper-
cusiones sobre cada una de las eco-
nomías regionales españolas en sus
aspectos más diferenciados que ten-
drá la entrada de España en la CEE
se muestra cada día que pasa más
imperiosa y urgente. Igualmente se
presenta necesaria la elaboración de
una tabla evaluatoria que sopesase
tanto los fundamentos existentes en
favor de la no adhesión como los
efectos y condiciones de la misma,
y, en última instancia, las medidas
preventivas que la hicieran menos
traumática para el entorno económico-
social directamente afectado. En este
sentido sería deseable que se con-
tase con una lista enunciativa de los
temas prioritarios a abordar acompa-
ñando a su desarrollo una valoración
completa de la problemática de su
medio.

En el caso canario, todos 1os es-
tudios que se realicen sobre la inci-
dencia de la adhesión a la CEE pasan
obligatoriamente por la consideración
como resorte diferenciador de 1a pro-
pia peculiaridad institucional del archi-

piélago. Peculiar situación con rai-
gambre histórica, y que en parte es
respuesta a su propia situación geo-
gráfica y a los condicionantes eco-
nómicos que de la misma se derivan,
y en parte también consecuencia de
una elección histórica efectuada por
los representantes de la sociedad ca-
naria ya en 1852, con el REAL DE-
CRETO de Puertos Francos de Bravo
Murillo, y que ha sido la raíz de un li-
bre-cambio que ha configurado a las
Islas Canarias como una zona adua-
nera externa.

Esta consideración ha sido priorita-
riamente tenida en cuenta en el pre-
sente Informe elaborado conjuntamen-
te por el Servicio de Estudios Econó-
micos del Banco Exterior de España y
por la Junta de Canarias. Aquél cum-
ple su papel de organismo especiali-
zado ampliado por su conocimiento
de la estructura económica mundial y
por su obligada inserción en Europa,
atendiendo ésta a las obligaciones in-
herentes a su carácter de organismo
público fundamental de la sociedad
canaria.
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En su configuración material, el In-
forme se divide en cuatro grandes
apartados, completándose con una
rica documentación que compone los
apéndices donde se dan cabida des-
de estadísticas sobre la población
hasta estadísticas del comercio exte-
rior canario. €1 núcleo central del In-
forme lo constituye el capítulo que
se refiere a los "Rasgos de la econo-
mía canaria» verdadera disección por
segmentos de la misma. Paralela-
mente se examinan, primero, las con-
secuencias que pudieran derivarse
de la no adhesión, y a continuación
lo que significa el «supuesto de

adhesión», concluyendo con los efec-
tos y condiciones de la misma.

Este trabajo representa un esfuerzo
notable por parte de las Instituciones
responsables del mismo y un enfren-
tamiento pragmático a la problemáti-
ca real de la futura integración de Es-
paña a la CEE. Sería, por consiguien-
te, deseable su extensión a otras re-
giones o nacionalidades para que
ayudase a comprender la incidencia
«del factor comunitario» en sus pro-
pias economías no sólo a los esta
mentos públicos de aquéllas, sino
también a sus sectores empresariales
y sindicales.

M. ALCÁNTARA

INSTITUT UNIiVERSITAIRE I'NTERNATIONAL LUXEMBOURG (Session 1979, sous la
direction sclentifique de Fr. Rigaux): L'influence des Communautés européen-
nes sur le droit International privé des Etats membres, Bruselas, F. Larcier,
1981, 266 pp.

La firma en Roma el 19 de junio de
1980 por siete de los nueve Cstados
miembros de 'la CEE del Convenio
sobre la ley aplicable a las obliga-
ciones contractuales, ha supuesto un
relanzamgiento de los estudios sobre
la adaptación del Derecho de los Es-
tados miembros al Derecho comuni-
tario en el ámbito del tráfico privado
externo. Esta circunstancia encuentra
en el presente volumen una importan-
te manifestación. Ahora bien, pese a
lo que pudiera deducirse de su títu-
lo, no estamos en presencio de un
estudio global de la incidencia del
fenómeno de integración europea en
el D. I. Pr. de los Estados miembros,
sino ante una recopilación de cursos
profesados por destacados especialis-
tas en la sesión de 1979 del Institut
Universitalre International de luxem-

burgo bajo la presidencia del profesor
F. Rigaux, quien se encargaría más
tarde de redactar el prefacio. Es de
señalar, de otra parte, que dichos
cursos no están referidos en su tota-
lidad al fenómeno apuntado —concre-
tamente los cursos de C. G. J. Monse
y de B. Goldman no aluden al régi-
men comunitario—, abordándolo por
lo demás de una forma parcial, toda
vez que el núcleo central gira en tor-
no al convenio antes referido y al de
Bruselas de 1968, sobre competencia
judicial y ejecución de decisiones en
materia civil y comercial, quedando
fuera de la obra aspectos tales como
el establecimiento, la quiebra, las so-
ciedades, etc.. Esta limitación de la
obra, considerada como conjunto de
trabajos en torno a un título, no des-
merece, sin embargo, el contenido in-

301



B I B L I O G R A F Í A

dividual de cada uno de los cursos
que resultan una aportación funda-
mental en el particular sector de pro-
blemas que abordan.

Pasando a la descripción del volu-
men, cabe resaltar un primer grupo
de trabajos dedicados al estudio del
proceso de armonización del 'D. I. Pr:
uno, de U. Drobnig de carácter global
sobre la alternativa de unificación del
Derecho material frente a >la unifica-
ción de las normas de conflicto, y
otro específicamente centrado en el
proceso de integración comunitario
que gira en torno a los métodos de
aproximación de legislaciones sobre
la base del artículo 3, h) TCEE y a
los diversos instrumentos (reglamen-
tos, directivas, recomendaciones y
convenios) y técnicas comunitarias en
el plano de la cooperación entre au-
toridades administrativas de los Esta-
dos miembros, redactado por J. Pip-
korn. El Convenio de Bruselas de 1968
constituye el eje central de la segun-
da parte de la obra y es estudiado
desde dos perspectivas distintas: la
exegética, a través de un examen sis-
temático del articulado de dicho tex-
to internacional que realiza G. A. L.
Droz y que ofrece como novedad la
introducción de la reciente jurispru-
dencia del T.J.C.E., sobre la base del
Protocolo de 3 de junio de 1971; y la
comparativa respecto de las normas
de competencia de los Estados miem-
bros, que es abordada por F. Pocar.
Tras estos estudios de carácter pro-
cesal, el volumen incluye una serie
de trabajos en torno al régimen de
•las obligaciones que se inicia con
una clara exposición de P. Bourel
acerca de los trabajos realizados y
en curso en materia de obligaciones
extracontractuales que constituye una

de las aportaciones más útiles del
texto que comentamos; y a continua-
ción figuran dos estudios generales
acerca de la dimensión conflictuál de
las obligaciones contractuales desde
la perspectiva anglosajona, y más
concretamente norteamericana, redac-
tados respectivamente por K. Lip-
stein y C. G. J. Morse, que indican
la recepción en Europa de las doctri-
nas de la: «proper law of contract».
Como es lógico, este sector finaliza
con un estudio sobre el Convenio de
las obligaciones contractuales de 1980
que está a cargo de O. Lando, y que
toma como punto de partida un tra-
bajo por él publicado en la Rabsls Z.
de 1974. Por último, y como indicá-
bamos en un principio, se encuentra
un trabajo fuera de contexto de
B. Goldman sobre la «lex mercatoria»
en los contratos y el arbitraje inter-
nacional, que ya había sido publicado
dos años antes en el Journal du droit
¡nternational.

El carácter específico de los cur-
sos hasta ahora descritos y su par-
cialidad, al centrarse en el fenómeno
productivo como núcleo central, hace
que la obra en su conjunto pierda
efectividad y desilusione de algún
modo al lector. En esta línea cabe
lamentar la ausencia de un tratamien-
to del régimen comunitario de las
quiebras, concordatos y procedimien-
tos análogos, que en el momento de
realizarse el curso estaba en avanza-
do estado. Pero, al margen de estas
observaciones, la obra reseñada cubre
una importante etapa en el estudio
de una materia que hoy día se sitúa
en primer plano de actualidad. Cabe
recordar en este punto que el curso
de Luxemburgo de 1979 no es un he-

302



B I B L I O G R A F Í A

cho aislado, sino que ha tenido pre-
cedentes importantes como el colo-
quio organizado en Londres en 1976
por el Institute of Advanced Legal

Studies, reseñado por A. Ortiz-Arce
en esta RÍE (1981, p. 626).

J. C. FERNANDEZ

LEBULLENGER, Joél: Les systémes de préférences tarifaires généralisées. (Contri-
bution au «nouvel ordre économique international»), Université de Rennes, Fa-
culté de Sciences Juridiques, Centre de Documentation et de Recherche Euro-
péennes, 1980, 2 vols., 902 pp.

La tesis doctoral que presentamos
ofrece un interés especial en la me-
dida en que su autor estudia la apor-
tación y posibles repercusiones de
los sistemas de preferencias genera-
lizadas en la construcción de un nue-
vo orden económico internacional des-
de una perspectiva de análisis crítica,
tanto de la eficacia de los mismos
como de la conveniencia de un ins-
trumento de esta índole.

Los sistemas de preferencias aran-
celarias surgen a la luz del Derecho
Internacional abrigados por la solu-
ción neoliberal de la «ayuda a través
del comercio». Su consagración se
produciría en el seno de la UNCTAD
y del GATT a través del SPG, como
complemento y correctivo de la cláu-
sula de la nación más favorecida, sien-
do capitalizado el resultado por el De-
recho Internacional del Desarrollo. El
SPG pasará de tener un carácter ins-
trumental a constituir el punto de
arranque de toda una construcción
doctrinal que se articula en torno al
principio del trato preferencial en fa-
vor de los países en desarrollo. Se
convierte así el SPG en un «símbolo
y precursor de futuras mutaciones».
La igualdad preferencial va a dinami-
zar la eficacia del reconocimiento
del principio de desigualdad compen-
sadora, como elemento central del

nuevo orden, en el ámbito de la
cooperación al desarrollo.

El análisis realizado en al obré,
del funcionamiento del SPG demues-
tra que el sistema alcanza cotas mo-
destas en su actividad correctora y
compensadora de las desigualdades
materiales en el orden internacional.
Las insuficiencias del criterio de
auto-elección en la designación de los
beneficiarios del SPG y las dificulta-
des inherentes a todo intento de cla-
sificación, máxime si es plural, de los
países en desarrollo, junto con otros
elementos tales como la importancia
real de la incidencia de ías exclusio-
nes en el sector industrial, el fuerte
proteccionismo existente en relación
con los productos agrícolas, las limi-
taciones que imponen las exigencias
de transformación sustancial, los efec-
tos restrictivos derivados de los te-
chos de importación que se estable-
cen, la inadaptación práctica de la
técnica de los «butoirs», la incidencia
en el SPG de la liberalización de los
aranceles objeto de la cláusula de la
nación más favorecida del GATT, la
insuficiencia de la oferta concurren-
cial de las industrias en desarrollo,
la proliferación de obstáculos no
arancelarios en el comercio, la ausen-
cia de medidas diversificadas que sir-
van de sostén y apoyo al SPG..., cons-
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tltuyen razones fundamentales, estu-
diadas todas ellas con profundidad
por el autor, que limitan la eficacia
del SPG.

Sin embargo, el SPG muestra, en
palabras de LEBULLENGER, una dua-
lidad funcional en el sentido de que
si, por una parte, se encuentra infra-
utllizado, por otra contribuye de forma
clara a consolidar los logros alcan-
zados por la reivindicación preferen-
clal general de los países en desa-
rrollo, que se encuentra en la base
de la programación del nuevo orden.
Pero los progresos que se operan en
la construcción de éste pueden, a su
vez, Impulsar una mejora consecuen-
te del SPG.

.El impacto comercial del SPG po-
dría verse reforzado a través de las
ventajas especiales consentidas por
la Comunidad Económica Europea me-
diante acuerdos bilaterales con países
en desarrollo o comunidades de estos
países. Pero el autor plantea el pro-
blema de la posible incompatibilidad
de estos acuerdos con el SPG. Las
carencias de los sistemas de prefe-
rencias generalizadas podrían legiti-
mar la existencia de estos sistemas
especiales, por ejemplo, el de los
Convenios de Lomé, que pueden con-
figurarse como un complemento de
aquéllos.

En el esfuerzo por el estableci-
miento de un nuevo orden, el cuadro
convencional, el enfoque ¡nter-comu-
nitario debe ser valorado de manera
muy positiva en la medida en que
constituye una alternativa válida, aun-
que se trate de un modelo de coope-
ración en fase experimental, que po-
dría incidir en el plano universal su-
pliendo las deficiencias del enfoque
mundialista del SPG. Este modelo,

fundamentado en una base contrac-
tual, además de ofrecer mecanismos
nuevos y dinámicos de cooperación al
desarrollo, permite un tratamiento di-
ferenciado de Jos problemas del Ter-
cer Mundo y de las particularidades
de los diferentes países en desarro-
llo en atención a sus niveles diversos
de desarrollo relativo. El autor estima,
en consecuencia, que el logro de los
objetivos del programado nuevo or-
den no parece implicar la desapari-
ción de los regímenes preferenciales
especiales de la CEE.

Como ya hemos señalado, el SPG
ha constituido el punto de partida
para la reivindicación tercer-mundista
de un tratamiento preferencial gene-
ral en favor de los países en desa-
rrollo que incluya otros instrumentos
preferenciales, particularmente en el
ámbito de la transferencia de tecno-
logía, de la propiedad industrial y de
la cooperación técnica y monetaria.
En el terreno comercial, este trata-
miento preferencial debería implicar
el acceso efectivo de los países en
desarrollo a los mercados de los paí-
ses industrializados. Paralelamente se
está tomando conciencia de la impor-
tancia que debe concederse a la con-
figuración de sistemas preferenciales
entre pafses en desarrollo.

El autor estudia los logros alcanza-
dos en el GATT en torno a este prin-
cipio del trato preferencial. La cláu-
sula de habilitación del «Tokyo Round»
va a suponer la legalización de dicho
principio, aunque limitado al comer-
cio, mediante un dispositivo jurídico
de excepción de pleno derecho a la
cláusula de ía nación más favorecida.
LEBULLENGER llega, sin embargo, a
la conclusión de que esta cláusula
no supone reconocer a los países
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en desarrollo un derecho permanente
al tratamiento especial y diferenciado
debido a tres razones fundamental-
mente: la falta de un mecanismo de
consolidación de las concesiones otor-
gadas en virtud de la cláusula de ha-
bilitación, la cual no establece, por
otra parte, ninguna obligación jurídi-
ca para los países industrializados, y
el establecimiento de una cláusula
de retorno gradual a las reglas co-
merciales comunes del GATT por par-

te de los países en desarrollo que
consigan salir de su situación de sub-
desarrollo.

Un trabajo interesante, serio y pro-
fundo que ofrece las claves de en-
tendimiento de los problemas plan-
teados por el SPG en su desarrollo
práctico y que nos merece todos los
elogios, pese a que en él podía ha-
berse eliminado algo de literatura.

J. DIEZ-HOCHLEITNER

Nature et evolutlon des institutions de la Contmunautó Européenne, Association
Nationale des docteurs en Droit, Congrés Européen, París, 25, 26 y 27 de abril
de 1980, P.U.F., París, 1980, 127 pp.

Se recogen en esta breve obra las
ponencias e intervenciones habidas
en el Congreso europeo de la Aso-
ciación Nacional de Doctores en De-
recho en torno al tema de la «natu-
raleza y evolución de las Instituciones
de la Comunidad». De la simple lec-
tura de los títulos de las ponencias
y de las personalidades políticas y
académicas que las defendieron e in-
tervinieron en los debates, y de las
cuales se recogen algunas de esas
intervenciones, se deduce fácilmente
la calidad y ricas sugerencias que
pueden aportar a una mejor compren-
sión de los problemas de la estruc-
tura institucional de las Comunidades
europeas.

Los trabajos del Congreso giraron
en torno a tres temas básicos que
fueron introducidos por un informe
general del Profesor £. Cerexhe, so-
bre «la problemática institucional de
las Comunidades». Uno de esos ejes
básicos fueron las relaciones Comi-
sión-Consejo que fueron objeto de la
reflexión del señor Dewost, Director

General del Servicio Jurídico del Con-
sejo de las Comunidades, y de cuyo
debate destacan las intervenciones de
los señores Couve de •Murville. Eh-
lermann, Harmel, Noel, Olivier, flif-
flet y Tindemans. El Informe general
estuvo a cargo de J. P. Puissochet.

El segundo de los ejes en torno al
que giró el Congreso fue el Parlamen-
to europeo, y sobre el que se presen-
taron dos interesantes ponencias de
Patjin y Simonnet, y del que se reco-
gen las intervenciones, entre otras,
de Catalano, Dona-Viscardini y H. Man-
zanares. La ponencia general fue a
cargo de M. Cointat.

£1 tercero de los temas que inte-
resó fue el del Tribunal de Justicia
sobre el que se expusieron dos ponen-
cias presentadas por los profesores
Donner y flideau, destacando las in-
tervenciones de L. Petiti, Vandersan-
den y Warner. La ponencia general
se presentó por el profesor Chevalier.

Cabe resaltar, como señalábamos
al principio, que es una obra breve
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y, por tanto, las ponencias entran sin
otros preámbulos, directamente en
los problemas y en las eventuales so-
luciones. Con esto queremos señalar
que es de fácil lectura por la breve-
dad y esencialidad de los temas tra-

tados y por que pone en contacto di-
recta y atinadamente con los proble-
mas institucionales que agravan la
crisis de la Comunidad.

A. MANGAS

SACCHETTINI, Antonio: Le Droit de la Communauté Economique Européenne, vo-
lumen 11: Dispositions Finartciéres, Université Libre de 'Bruxelles, Institut d'étu-
des européennes, ed. de l'Université de Bruxelles, 1982, 272 pp.+X de Intro-
ducción y 116 anexos.

Prosigue con este volumen 11, de-
dicado a las disposiciones financieras,
el >magno intento de efectuar un es-
tudio total de la CEE emprendido
hace ya 12 años por el Instituto de
Estudios Europeos de la Universidad
Libre de Bruselas, encabezado por el
hoy fallecido Profesor Jacques ME-
GRET y los profesores de la misma
Michel WAE'LBROECK, Jean Víctor
LOUIS, Daniel y Jean Louis DE VIG-
NES WOST; intento previsto en 14 vo-
lúmenes, y del que han aparecido ya
diez con anterioridad al que es ob-
jeto de la presente recensión, como
en su día y en esta Revista lo fue-
ron sus antecesores.

Y aparece este volumen, encarga-
do al Consejero del servicio jurídico
del Consejo de las Comunidades, An-
tonio SACCHETTINI, y con la intención
de servir a los estudiosos (teóricos o
prácticos) del fenómeno comunitario,
para la mejor comprensión de las re-
glas que gobiernan la actividad finan-
ciera de la Comunidad, en un momen-
to muy oportuno, cuando el Derecho
Presupuestario de la CEE se ha con-
vertido, con los poderes de Autoridad
presupuestaria concedidos por el Tra-
tado de Bruselas de 1975 al Parlamen-
to Europeo y el uso que de ellos hace

el nuevo Parlamento elegido democrá-
ticamente en 1979, junto a la genera-
lización de la crisis económica de los
Estados Miembros y al agotamiento
e incapacidad de los actuales recur-
sos comunitarios para atender un ma-
yor volumen de gastos y de políticas
de intervención, en el centro de aten-
ción y de debate más destacado ac-
tualmente en la Comunidad; ejempli-
ficándose, en las tensiones y proble-
mas financieros actuales, las tensio-
nes y problemas generales, la con-
cepción en sí misma, de la Comu-
nidad.

Con este espíritu, en el que el es-
tudio de las disposiciones financieras
de la Comunidad se centra, funda-
mentalmente, en el de su presupues-
to, el cual, en palabras del autor,
constituye «una especie de inventa-
rio público de las diferentes políticas
comunitarias, pues las implicaciones
financieras de éstas, que aparecen
anualmente en el documento presu-
puestario, testimonian la evolución de
las actividades llevadas a cabo por
las Comunidades en la prosecución
de sus objetivos» (pp. 125); el volu-
men sigue la metodología típica de
los anteriores volúmenes pertenecien-
tes a la misma obra colectiva, estu-
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diando en una primera parte el articu-
lado correspondiente del Tratado de
Roma (Quinta Parte, Título Segundo,
artículos 199 a 209), para, a continua-
ción, hacer un comentario genérico
de dichas disposiciones financieras.

Comenzando, pues, por un análisis
pormenorizado del Tratado de la CEE,
asistimos a un desmenuzamiento de
los artículos correspondientes por
parte del autor, prestándose especial
atención a los diferentes problemas
jurídicos que de su interpretación se
derivan o pueden surgir, así como
de la práctica y evolución comunita-
ria en la materia.

Así se para el autor en el análisis
de los artículos 199 a 202, en el es-
tudio del concepto de Ingreso y de
Gasto comunitario, presupuestado
como norma general (principio de la
unidad), y de los recursos que se
mantienen fuera del presupuesto como
excepción (art. 199); en la obligato-
riedad de que ingresos y gastos se
prevean (art. 199) y autoricen (artícu-
lo 202) respetando la regla de la
anualidad; o en el necesario respeto
a los principios de especialidad de
los créditos (en títulos, capítulos y
artículos) (art. 202), y de equilibrio
entre ingresos y gastos (art. 199).

•En este bloque de artículos anali-
zados en primer lugar y dedicados
al examen de los principios presu-
puestarlos de la Comunidad, emerge
como original el detenido estudio que
el autor realiza en los artículos 200
y 201 acerca de su mantenimiento en
la actualidad, tras los Tratados de
1970 y 1975 consagrando el régimen
de recursos propios en la Comunidad
y reformando el Tratado CEE. Sin
embargo, en el artículo 200 se sigue
manteniendo el sistema de contribu-

ciones nacionales mediante clave de
reparto, y en el 201 se sigue mante-
niendo en futuro el estudio del reem-
plazo de esas contribuciones por re-
cursos propios, cuando ese reempla-
zo se efectuó ya por la Decisión 243/
70 del 21 de abril.

El autor justifica jurídicamente el
mantenimiento de esa redacción del
artículo 200 en el sentido literal de
su enunciado: «Los ingresos del pre-
supuesto comprenden, sin perjuicio
de otros ingresos, contribuciones...»,
pues siendo la norma en la actualidad
esa otra clase de ingresos (los recur-
sos propios), no se puede excluir el
tener que recurrir en un momento
dado, con carácter de excepción y
provisionalidad, a la vía del financia-
miento por contribuciones nacionales
y con la clave de reparto del 200, en
circunstancias de déficit momentáneo
y justificables sólo para permitir la
continuidad de la actividad de la Co-
munidad. Y, en cuanto a la no dero-
gación del artículo 201 por la Deci-
sión 243 y el Tratado de luxemburgo
del 21 y 22 de abril de 1970, respec-
tivamente, encuentra la justificación
en la no rigidez del tríptico funda-
mental de los actuales recursos pro-
pios (IVA, Derechos Aduaneros y Gra-
vámenes agrícolas), con lo que hay
que mantener el marco constitutivo
del 201, que permite a la Comisión
estudiar propuestas de creación de
nuevos recursos, así como en la na-
turaleza jurídica de las Decisiones de
este tipo, las cuales tienen el carác-
ter de acuerdo internacional, pues
toda Decisión adoptada por el Con-
sejo CEE en la materia debe ser rati-
ficada por los Estados miembros se-
gún sus reglas constitucionales pro-
pias (art. 201-3.°), escapando así a la
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génesis normativa habitual de las
Comunidades (art. 189).

Con el análisis del macroartícu-
lo 203, modificado por el Tratado de
1970, SACCHETTINI se para con aten-
ción extrema en el procedimiento de
elaboración y aprobación del presu-
puesto, el cual se debate entre dos
nociones: la de la participación en-
tre las Instituciones durante su ela-
boración, y la del conflicto de auto-
ridades presupuestarias en el momen-
to de la decisión final sobre su apro-
bación, incluida la posibilidad de re-
chazo global del proyecto por el Par-
lamento (2034°).

Análisis exhaustivo, comparando las
disposiciones de la norma con la prác-
tica en la materia, comparación de
donde resaltan dos temas: El de la
Tasa de Aumento Máxima (TAM), fi-
jada para los Gastos No Obligatorios
(203-9.°), y de la que dispone el Par-
lamento para enmendar el proyecto
que le presenta el Consejo, TAM que
ocasiona serios problemas de inter-
pretación en los supuestos de proyec-
tos de presupuestos suplementarios y
rectificativos, en los que el Parlamen-
to aprovecha el margen de maniobra
que 'le resta si no ha agotado en el
presupuesto ordinario su TAM, para
enmendar el proyecto del Consejo, lo
cual —su ajuste a los Tratados— es
contestado por éste, pues piensa que
en estos supuestos debería acordarse
una nueva Decisión sobre la TAM,
mientras que el Parlamento, en virtud
de su competencia para aprobar el
presupuesto, lo establece sin atender
a esa solicitud. Y, en segundo lugar,
el tema de las posibles vías de re-
cursos ante el TJCE en el terreno
presupuestario, vías que se deben re-
ducir a dos: la del artículo 173 sobre

el control de legalidad, discutiéndose
si el mismo puede afectar a los ac-
tos del Parlamento en materia pre-
supuestaria (pp. 64¡65); y la del ar-
tículo 175 sobre el recurso en caren-
cia, que parece sólo posible en el
caso de que la Comisión o el Con-
sejo no actúen en los plazos y tér-
minos del 203 para establecer los
anteproyectos y proyectos de presu-
puesto, respectivamente.

En el análisis de los restantes ar-
tículos, el autor examina el supuesto
de no aprobación un año del presu-
puesto y el necesario establecimien-
to en el ínterin de un régimen de do-
ceavos provisionales (art. 204); de la
ejecución (art. 205) y control (art. 205
bis) del presupuesto, y del descargo
concedido por el Parlamento a la Co-
misión, autoridad ejecutiva (206 ter.).
También se estudia el Tribunal de
Cuentas, con competencia general de
control sobre la legalidad y regula-
ridad de las cuentas comunitarias
(arts. 206/y 206 bis), creado por el
Tratado de Bruselas de 1975; y a la
contabilización y establecimiento del
presupuesto en una unidad de cuenta
fija (art. 207), el ECU, con sus ven-
tajas de neutralidad y seguridad en
los terrenos político, financiero y eco-
nómico.

En una segunda parte, el libro efec-
túa un comentario general de las dis-
posiciones financieras previamente
analizadas, partiendo de la premisa
de que el papel del presupuesto no
puede limitarse a ser el de financiar
acciones específicas que los Estados
miembros no son capaces de asumir
eficazmente (papel subsidiario), sino
el de financiar acciones complemen-
tarias a las de los Estados miembros
e, incluso, tomar a su cargo parcial-
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mente algunas de las por ellos rea-
lizadas (papel redistribuidor}. Desde
esta base, el libro comenta los prin-
cipios generales del presupuesto (1).
su elaboración y votación (II), su eje-
cución y control (III), y el problema
de la distinción entre poder legisla-
tivo y poder presupuestario (el único
concedido al Parlamento), de los con-
flictos de interpretación con respecto
al reparto de poderes en materia
presupuestaria, y de las soluciones
buscadas al problema, especialmente
el denominado procedimiento de con-
certación, nacido de la Declaración
común del Parlamento, del Consejo y
de la Comisión del 4 de marzo de
1975 (IV).

Tras ese comentario, la parte ex-
positiva del libro se cierra con una
serie de, más que conclusiones, re-
flexiones sobre la actualidad presu-
puestaria de la Comunidad; comen-
zando por la constatación de la insu-
ficiencia de los actuales recursos pro-
pios para subvenir al financiamiento
integral del presupuesto comunitario,
dado el aumento constante de los
gastos Inscritos en el mismo, y por
el aumento limitado de los actuales
recursos, con lo que, por la vía pre-
sente, el presupuesto comunitario se
verá abocado a situaciones estructu-
rales de déficit; lo cual, unido al dé-
bil Impacto financiero en las econo-
mías nacionales del presupuesto co-
munitario, dada su naturaleza subsi-
diaria con respecto al volumen del
PIB (0,85 %) y de los presupuestos
(2,5 %), nacionales y escasa inciden-
cia redistribuidora, hace necesaria la
búsqueda de soluciones manteniendo

los actuales conceptos de autonomía
financiera y del estado de «integra-
ción prefederal» en la Comunidad
(pp. 185).

Estas soluciones pasan por un ne-
cesario aumento de los recursos,
proponiéndose en el libro, como so-
luciones alternativas, que no exclu-
yentes, la supresión del techo del
1 % para el IVA, el desarrollo de la
política de empréstitos y la creación
de nuevas tasas o impuestos comu-
nitarios (sobre la importación del pe-
tróleo, sobre el consumo del tabaco,
o de bebidas alcohólicas, por ejem-
plo). Ahora bien, ese aumento de re-
cursos, y con ello concluye SACCHET-
TINI, no puede aislarse del necesario
reforzamiento y concesión de nuevos
poderes en materia presupuestaria al
Parlamento, sin los cuales los conflic-
tos y problemas hasta aquí estudia-
dos no pueden tener solución.

Conviene resaltar, para terminar,
que el estudio de SACCHETTWI so-
bre las disposiciones financieras de
la CEE, excelente, pero excesivamen-
te breve en determinados temas, se
ve realzado con la exhaustiva repro-
ducción de textos normativos, cues-
tiones escritas y Resoluciones del
Parlamento, y jurisprudencia en la
materia. Esfuerzo del que sirve como
ejemplo la reproducción y comenta-
rio (pp. 271-280) hecho por Jean
Louis QEVOST, de Ja importantísima
Declaración Común del Parlamento,
del Consejo y de la Comisión sobre
el mejor desarrollo del procedimiento
presupuestario, del 30 de junio de
1982.

F. FONSECA
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STRASSER, Daniel: La Hacienda de Europa, Oficina de las Publicaciones Oficies
de las Comunidades Europeas, Luxemburgo, 1982, 44 pp. + XX.

El libro objeto de este comentario
corresponde a la traducción del fran-
cés de la segunda edición de la obra
que, bajo el título «Les Finances de
l'Europe» (ed. Labor, Bruxelles 1980],
ha redactado el Director General de
Presupuestos de la Comisión de las
Comunidades Europeas, Daniel STRAS-
SER; existiendo una traducción al
castellano con el mismo título de su
primera edición (Instituto de €studios
Fiscales, Madrid 1978), efectuada por
el profesor de la Universidad de
Oviedo, Mariano ABAD.

La Hacienda de Europa constituye
un esfuerzo de su autor por aunar
—desde su posición privilegiada en
el interior de la Comisión— los as-
pectos técnicos del sistema financie-
ro comunitario, y de su presupuesto
más en concreto, con la visión polí-
tica de los mismos, la cual constituye
la infraestructura de dicho sistema
financiero, o, por decirlo con sus pa-
labras, la lucha en el interior de las
Comunidades por alcanzar el poder
presupuestarlo, siendo éste un pro-
blema que subyace a lo largo de
toda la historia de la Hacienda Eu-
ropea.

Y Daniel STRASSER —y ello es uno
de los grandes méritos del l ibro-
ataca el fondo del problema desde la
primera página, iniciando la obra con
una Introducción General titulada pre
cisamente la lucha por el poder pre-
supuestario y sentando en esa Intro-
ducción la premisa de que dicha lu-
cha por el ejercicio del poder (defi-
nido como el derecho de crear ingre-
sos, consentir gastos, determinar el

presupuesto, y controlar su ejecu-
ción), constituye el motor interno, no
sólo de la evolución de la propia Ha-
cienda comunitaria y de sus reglas,
sino también, en gran parte, de la
evolución misma de las Comunidades
Europeas; existiendo un gran parale-
lismo entre el aumento del grado de
integración de las instituciones y de
las políticas comunitarias, y el avance
hacia un sistema financiero autóno-
mo, con reglas, ingresos y gastos que
escapan al control nacional. Evolución
y paralelismo que se demuestra en
esa Introducción General, mediante
un somero análisis de los aspectos
financieros de los Tratados de París
y Roma, y de los posteriores de iu-
xemburgo (1970) y de Bruselas (1975),
modificando las disposiciones presu-
puestarias de los Tratados.

Siguiendo con el método pretendi-
do de explicar el sistema financiero
comunitario mediante una visión to-
talizadora del mismo y del medio en
el que se desenvuelve, centrándose
en el instrumento principal que para
ello existe, es decir, el presupuesto,
Daniel STRASSER divide el libro en
tres grandes partes, intentando abar-
car todo el fenómeno presupuestario
y hacendístico de la Comunidad, au-
nando todas las perspectivas parcia-
les sobre el mismo, las cuales pue-
den encontrar en su obra un Tratado
General sobre la Hacienda de £uropa.

Así, en una primera gran parte, se
analiza el Derecho Presupuestario de
la Comunidad, entendiendo como tal
el análisis jurídico-financiero de las
reglas presupuestarias sobre los prin-
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cipios (cap. I), previsión y estableci-
miento (cap. II), estructura (cap. III),
ejecución (cap. IV) y control (cap. V)
de los dos presupuestos comunitarios
que en la actualidad coexisten: el
general y el operacional de la CECA;
debiendo verse en éste una singula-
ridad fundamentada en el régimen
particular financiero de la CECA, y
no una excxepción al principio básico
de la unidad presupuestaria.

Este estudio jurídico-formal de los
presupuestos comunitarios se realiza,
fundamentalmente, comparando, en
primer lugar, las disposiciones legis-
lativas y reglamentarias en la mate-
ria (fundamentalmente los artícu-
los 199 a 209 del Tratado CEE y sus
equivalentes en los otros dos Trata-
dos, el de la CECA y el de la CEEA,
y el Reglamento iFinanciero de 1977),
para, a continuación, compararlas con
la interpretación, cuando no deroga-
ción tácita, que de ellas ha efectuado
la práctica presupuestaria cotidiana;
haciendo el exhaustivo análisis sobre
todo ello que de la experiencia per-
sonal y científica de su autor era de
esperar. Especialmente es de resaltar
la importancia que en \a obra se da,
en cuanto a las adaptaciones de la
letra del Derecho Comunitario a la
realidad práctica, a la existencia de
un Parlamento elegido democrática-
mente y a la institucionalización del
denominado procedimiento de con-
certación entre el mismo, la Comi-
sión y el Consejo, cuando existen
discrepancias; en la interpretp.ción y
aplicación de una norma, sobre todo
en cuanto a la clasificación de los
Gastos como Obligatorios o No Obli-
gatorios, o a la base jurídica necesa-
ria para inscribir los créditos corres-

pondientes a cada partida presupues-
taria sobre la línea.

Las dos partes siguientes son un
corolario del anterior análisis jurídi-
co, pues 'Daniel STRASSER, cumplido
el mismo, se dedica a analizar los
medios financieros (Parte Segunda) y
la actividad financiera que con ellos
se desarrolla (Parte Tercera), de las
Comunidades.

La Parte Segunda del libro se abre,
pues, con la afirmación previa de que
la única forma de desarrollar armo-
niosamente las economías comunita-
rias es concediendo a la Comunidad
los medios financieros necesarios
para con ellos poder realizar adecua-
damente las ambiciosas políticas pro-
pias en las que la Comunidad se en-
cuentra actualmente embarcada. Y
para ello es necesario dotar a las
Comunidades de recursos propios aje-
nos a las contribuciones estatales
(cumpliendo así las funciones de per-
ecuación y redistribución necesarias
a la hora de aplicar esos recursos a
unas políticas autónomas propias de
la Comunidad).

En esta línea, se estudian, en pri-
mer lugar, los ingresos presupuesta-
rios de la CECA (cap. VI), que son
los más antiguos cronológicamente
hablando; para continuar con los in-
gresos presupuestarios generales de
las Comunidades (cap. Vil), los enu-
merados en la Decisión de 21 de abril
de 1970: recursos procedentes de los
gravámenes agrícolas, de los dere-
chos aduaneros, y de un porcentaje
no superior al 1 % sobre el IVA ar-
monizado en todos los Estados miem-
bros, más los ingresos residuales, de-
rivados del propio funcionamiento de
la Comunidad, o de compensaciones
estatales previstas excepcional y tran-
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sitoriamente. En la parte 3 del capí-
tulo se reivindica la necesidad de es-
tablecer nuevos recursos propios, y
se estudian las posibles soluciones
a dicha necesidad.

En los Capítulos VIII, IX y X,
STRASSER, siguiendo con su intento
de analizar el fenómeno presupuesta-
rio y hacendístico comunitario global-
mente, entra en el examen de aqué-
llos de sus Imedios financieros extra-
presupuestarios, es decir, 'a actividad
financiera autónoma de la CECA, re-
conocida en el articulado del Tratado
de París y que le permite funcionar
con un esquema parecido al de una
empresa privada; las operaciones de
empréstitos/préstamos de la CEE y
de la CEEA, defendiéndose su presu-
puestización, en aras de la deseable
unidad financiera, y los problemas
existentes para ello; y la actividad
del Banco Europeo de Inversiones,
con sus recursos independientes res-,
pondiendo a la necesidad de dispo
ner de una Institución que intervenga
sobre los mercados de capitales, para
así mejor proteger las economías de
los Estados miembros.

Con respecto a la Parte Tercera
sobre las Intervenciones Financieras
de la Comunidad, STRASSER sigue
un esquema común a todas ellas, es-
tudiando en primer lugar su funda-
mento jurídico (bien se encuentre en
los Tratados o en desarrollos regla-
mentarios posteriores), junto al estu-
dio jurídicojpresupuestario de cada
sector en concreto, es decir, su pre-
visión, establecimiento, estructura,
ejecución y control, comparándole

con los principios generales estable-
cidos en la Parte Primera; concluyen-
do con análisis sobre los medios
presupuestarios de que ha dispuesto
cada sector hasta 1980.

Así, y agrupando esas intervencio-
nes por sus sectores más significa-
tivos, se estudia en primer lugar la
financiación de la política agrícola de
garantía de los mercados (cap. XI),
describiendo el FEOGA/Garantía y su
misión. En el capítulo XII la financia-
ción de las políticas que contribuyen
al desarrollo interno de la Comunidad,
en concreto las políticas Social (ídem
FSE), de Estructuras Agrícolas (ídem
FEOG A/Orientación), y Regional
(ídem FEDER); así como las políticas
de reestructuración y reconversión In-
dustrial y del medio ambiente. Las
políticas energética, industrial y de
investigación/desarrollo (cap. XIII) de
carácter sectorial y marginal. En el
capítulo XIV se estudia la financia-
ción de las políticas de cooperación
con terceros países, aún cuando la
más importante, representada en el
FEO, sea extrapresupuestaria. Y en
el último capítulo se estudia la finan-
ciación de la maquinaria administra-
tiva de la Comunidad.

Como conclusión final, recakar
simplemente dos aspectos de esta
obra capital: su carácter de Tratado
General de la Hacienda Europea, y el
espíritu que la recorre de su demo-
cratización y la profundización a tra-
vés de ella en el camino de la inte-
gración europea.

F. FONSECA
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TAMAMES, Ramón: El Mercado Común Europeo. Una perspectiva española y lati-
noamericana. Editorial Alianza, Madrid, 1982, 448 pp.

Sin duda alguna, siempre resulta es-
timulante leer y recensionar un libro
del profesor Tamames, que posee la
rara habilidad de conjugar un profun-
do conocimiento de las cuestiones
económicas con una claridad de ex-
posición que hace asequibles los te-
mas más difíciles al público no espe-
cializado en ellos. Si además, el libro
al que nos referimos, trata la proble-
mática comunitaria en su doble pers-
pectiva, europea y latinoamericana, la
tarea resulta sumamente provechosa,
no en vano el autor es uno de los
pioneros en nuestro país sobre las
cuestiones que afectan a la Comuni-
dad Europea.

A efectos sintetizadores, cabe divi-
dir los once capítulos de que consta
la obra en cuatro grandes aparrados
que podríamos denominar: histórico,
institucional, funcional y relacional.
El primero de ellos, es decir, la parte
histórica, comprende el capítulo pri-
mero, en el que se desarrolla la evo-
lución experimentada por los diversos
proyectos de Integración que surgen
en Curopa tras la segunda guerra
mundial y que conducirán a la crea-
ción de la Comunidad Europea del
Carbón y del Acero, primero, y con
posterioridad a los Tratados de Roma
por los que se crean la Comunidad
Económica Europea y la Comunidad
Europea de Energía Atómica, conec-
tado con este capítulo está también
una parte del amplio prólogo del au-
tor, en el que se hace referencia
sintética a las raíces históricas, po-
líticas y culturales de siglos prece-
dentes que demuestran la existencia

de una idea europea mucho antes de
que se proceda a la integración co-
munitaria. También apunta en esta
línea expositiva de la historia comu-
nitaria, aunque con algunos rasgos
funcionales y relaciónales, el capítulo
siete destinado a mostrar el proceso
de la primera ampliación comunita-
ria, con el ingreso del Reino Unido,
Irlanda y Dinamarca, así como las
derivaciones que tal hecho generó
para la ERA en la que participa el
Reino Unido, como uno de los punta-
les económicos fundamentales.

En esta parte histórica, sin embar-
go, se observan algunas lagunas im-
portantes que, en nuestra opinión,
deberían haber sido objeto de un'tra-
tamiento más amplio del que reciben,
ese es el caso del fracasado proyecto
de creación de una Comunidad Euro-
pea de Defensa, y de las consecuen-
cias que este fracaso supuso no sólo
para la desvinculación entre la di-
mensión político-militar y la socio-eco-
nómica en Europa occidental, sino
también para la posterior evolución
de las relaciones entre los países
miembros, en especial entre Francia,
la República Federal de Alemania y el
Reino Unido. Otro tanto, ocurre con
el Consejo de Europa, al que toda au-
sencia de comentarios y análisis pue-
de inducir al lector profano a pensar
que se trata de una Organización to-
talmente desconectada de la Comuni-
dad, lo que sí es cierto en el ámbito
institucional, no corresponde con la
realidad de que en el Consejo de Eu-
ropa participan todos los miembros
de la Comunidad, aunque no ocurre
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lo contrario, y porque además ambas
organizaciones responden a una mis-
ma filosofía y objetivos, la integra-
ción de Europa, de forma progresiva
y sectorial, cuya meta sea la confi-
guración de la unidad supranacional
europea en el ámbito político.

La segunda parte, que podemos
denominar institucional, se destina al
tratamiento de los distintos órganos
e instituciones que configuran la Co-
munidad Europea, desde el Consejo
Europeo, que no debe confundirse
con el Consejo de Europa al que nos
hemos referido, a instituciones tan
específicas como el Banco Europeo
de Inversiones o el Comité Econó-
mico y Social, pasando por los órga-
nos básicos: Consejo de Ministros.
Comisión, Tribunal y Parlamento. Esta
parte, que es abordada en el capítulo
seis de la obra, se caracteriza, junto
con la claridad en el tratamiento, por
la escasa atención que se le dedica
en comparación con las tres partes
restantes del libro, lo que no se co-
rresponde, ciertamente, con la impor-
tancia intrínseca que un correcto co-
nocimiento de la estructura institu-
cional comunitaria posee para enten-
der su realidad.

La tercera parte de este libro, que
se extiende a lo largo de los capítu-
los dos, tres, cuatro, cinco y seis,
trata del funcionamiento comunitario
a través de un amplio análisis de las
políticas que se han desarrollado
hasta fechas muy recientes. Desde
luego, es una de las partes más inte-
resantes y mejor expuestas de la
obra, y su actualización constituye
una ventaja comparativa respecto a
muchas otras obras dedicadas a es-
tos temas. Ejemplo de rigor y senci-
llez en el tratamiento de las cuestio-

nes relativas al funcionamiento inter-
no de la Comunidad, se puede en-
contrar en el apartado referente a la
política agrícola comunitaria, donde
se le presentan al lector menos co-
nocedor de estas cuestiones, los
complicados sistemas de precios de
garantía y de referencia, las preexac-
ciones, las contingentaciones arance-
larias de productos importados, etc.,
es decir, el complicado entramado
jurídico-económico a tenor del cual se
venía desarrollando, hasta fechas re-
cientes, la filosofía de transferir re-
cursos económicos de los sectores y
países industriales y/o comerciales
al sector primario y, más específica-
mente, a los agricultores de aquellas
regiones cuyos cultivos resultaban
menos competitivos. Otro tanto, ca-
bría decir de la política fiscal desa-
rrollada en torno al Impuesto sobre
el Valor Añadido (IVA] y cuya impor-
tancia para nuestro país resultará tan
destacable en fechas muy próximas.
También debemos elogiar la exhausti-
vidad de este apartado en el que jun-
te a las políticas comunitarias tradi-
cionales, aparecen también otras más
frecuentemente olvidadas por los au-
tores, por ejemplo, la política energé-
tica, la política de pesca, la política
de protección del medio ambiente,
etcétera. Echamos de menos, sin em-
bargo, alguna referencia a temas de
cierta importancia, sobre todo desde
la óptica económica, como el deno-
minado Nuevo Instrumento Comunita-
rio de Empréstito y Préstamo (cono-
cidos como <NIC-I y NIC-II) en virtud
del cual la Comunidad viene recaban-
do recursos financieros para la co-
bertura de inversiones internas a tra-
vés de la obtención de empréstitos
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Internacionales concedidos a la pro-
pia Comunidad.

Finalmente, la parte última y más
atractiva para el lector, se centra en
el análisis de las relaciones exterio-
res de la Comunidad, a lo largo de
los capítulos 8, 9, 10 y 11, tanto de
forma genérica como, en particular,
respecto de España y América Latina.
En gran medida, esta última parte es
la que da sentido a todos los capítu-
los precedentes, ya que de lo que se
trata es de saber dónde queremos
integrarnos, cuáles serán los costes
recíprocos de dicha integración y, so-
bre todo, cuáles serán las consecuen-
cias de semejante proceso. Ahora
bien, puesto que una parte nada des-
deñable de nuestros intereses exte-
riores se orientan a los países de
América Latina, resulta necesario,
para poder realizar una correcta va-
loración de nuestro futuro en el
seno de la Comunidad Europea, cono-
cer cuáles son los vínculos que ésta
posee con esos países y hasta dónde
se puede esperar, racionalmente, que
se alcance una armonía entre los in-
tereses españoles y los del resto de
los países miembros de la Comuni-
dad a los que deseamos Incorpo-
rarnos.

A todas estas interrogantes da cum-
plida cuenta el profesor Tamames en
esta parte de su libro, no sólo por-
que junto a una detallada exposición
de la evolución en las relaciones his-
pano-comunitarias, desde comienzos
de los sesenta hasta ahora, le incor-
pora una macrovisión de las relacio-
nes entre la Comunidad y los países
de América Latina, sino porque, ade-
más, mantiene una posición crítica
alejada de los habituales tópicos con
que se presentan estos temas. La

idea que apunta el autor de que Es-
paña debe mostrarse favorable y dis-
puesta a una integración en la Co-
munidad Europea, pero no «a cual-
quier precio» y desde luego no al
precio de renunciar a intereses na-
cionales tan fundamentales como los
de nuestras relaciones futuras con
América Latina, nos parece una exce-
lente y ponderada conclusión a esta
obra.

En definitiva, el libro que reseña-
mos constituye, en nuestra opinión,
una valiosa obra en el todavía limi-
tado panorama de las obras publica-
das en lengua castellana y destina-
das al tratamiento de los temas co-
munitarios. Ni que decir tiene que
sólo el prestigio del autor y su serie-
dad científica hacen la obra necesa-
ria, más que recomendable, para cual-
quier especialista o interesado en el
futuro de nuestro país desde la pers-
pectiva económica, jurídica, social,
empresarial o política.

Ahora bien, al objeto de no faltar
a la obligación de ajustar nuestra re-
censión a una dimensión crítica, de-
bemos señalar algunas observaciones
técnicas que no debían haberse olvi-
dado, en opinión nuestra, aún cuando
se trate de una obra de divulgación
más que de investigación, y en am-
bos tipos de escritos el profesor Ta-
mames se ha mostrado como un
maestro, por lo que no encontramos
justificación para tales omisiones.

En primer término, no debe subes-
timarse la utilidad de los índices por
materias o analíticos, especialmente
con relación a los índices por auto-
res u onomásticos, sobre todo cuan-
do se tratan temas tan especializados
y con una terminología técnica tan
precisa y acuñada como ocurre con
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las cuestiones relativas a la Comuni-
dad Europea. Cierto que la elabora-
ción de tales índices es lenta y com-
pleja y puede llegar a encarecer un
poco más el valor del libro, pero
todo ello se compensa sobradamente
a la hora de ofrecer al lector no es-
pecializado una guía de seguimiento
para cada materia específica.

Más preocupante nos parece la
cuestión bibliográfica, donde sincera-
mente no logramos averiguar el crite-
rio seguido por el profesor Tamames
para incluir unas obras y excluir
otras. No se puede' decir que siga un
criterio de rigor científico, ya que si
es cierto que con frecuencia recurre
a citar los documentos o informes
comunitarios con arreglo a su versión
oficial aparecida en el Journal Offi-
cíel, no lo hace de manera sistemá-
tica para todos los documentos im-
portantes a los que hace alusión en
su obra. Así, por ejemplo, cuando re-
produce la Resolución del Parlamento
Europeo del 13 de marzo de 1981 so-
bre el frustrado intento de golpe de
Estado en nuestro país, ,para cuyo
texto recurre a la revista Comunidad
Europea, en lugar de hacerlo a la co-
lección oficial de los Documents de
séances.

Tampoco se puede afirmar que
siga el criterio de referir las obras
o artículos más recientes, criterio
particularmente útil en temas comu-
nitarios dada la relativamente impor-
tante obsolescencia que se produce
en las publicaciones a ellos limitadas.
Así, al referirse a las instituciones
comunitarias, indica algunas obras es-
pecializadas y resulta curioso que en
la casi totalidad de los casos se re-
fiera a libros o artículos de finales de
los años sesenta y principios de los

setenta. El caso extremo lo constituye
la nota a pie de página núm. 5, p. 240,
donde tras señalar que la bibliografía
sobre la Comisión «es extraordinaria-
mente abundante», cita a continuación
a título representativo cuatro obras,
entre las que figura como la más re-
ciente un articulo publicado en la re-
vista Common Market Law Review de
1973 (¡hace diez años!).

Cabría, finalmente, pensar que el
autor seguiría el modelo francés en
el que tan eficazmente se anteponen
las referencias a la bibliografía en
lengua francesa sobre cualquier obra
en otros idiomas, con independencia
de las respectivas calidades. Pues
bien, nuevamente nos sorprende el
profesor Tamames; para él, la biblio-
grafía en castellano sobre temas co-
munitarios se reduce, casi exclusiva-
mente, y fuera de las publicaciones
del propio autor, a los artículos apa-
recidos en las revistas Información
Comercial Española y Comunidrcl Eu-
ropea, y a éstas cabría agregar el
periódico El País. A este respecto
debemos recordar no sólo que esta
revista, con su aporte documental, no
aparece citada ni una sola vez, de
donde cabe deducir su desconoci-
miento por parte del autor, sino que
en los últimos tres años se han re-
censionado más de 30 obras en cas-
tellano sobre temas comunitarios, las
cuales son inexistentes o Irrelevan-
tes para el profesor Tamames.

En definitiva, todo cuanto tiene de
útil, completo y clarificador en él
tratamiento expositivo de los capítu-
los de la obra, lo posee de incomple-
to, desordenado y confuso en cuanto
a las orientaciones documentales y bi-
bliográficas que aporta ál lector.

R. CALDUCH
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